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SEÑOR PRESIDENTE (Ortuño).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Nuestra Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida al Director del Instituto de Derecho Comercial de 
la Facultad de Derecho de la Universidad de la República, doctor Eugenio Xavier De Mello, a los efectos de 
dar su opinión sobre el proyecto de declaración judicial del concurso y reorganización empresarial que 
tenemos a consideración. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Quiero agradecer la invitación en nombre del Instituto de Derecho 
Comercial de la Universidad de la República y efectuar las siguientes precisiones. 


Dada la escasa disponibilidad de tiempo desde que se formuló la invitación al día de la fecha, en el Instituto 
no pudimos recoger las distintas opiniones, procesarlas y articularlas en una posición institucional, única y 
oficial. Mis palabras van a ser vertidas a título personal, sin perjuicio de que trataré de recoger las opiniones 
de distintos miembros del Instituto, algunas de las cuales han sido expresadas en distintos eventos 
académicos e, inclusive, por escrito. 


Nuestro Instituto ha estado muy próximo a la elaboración de este proyecto de ley, no solo porque algunos de 
sus integrantes -actualmente ex Profesores de la Facultad- participaron en la redacción de anteproyectos y 
luego asesoraron al Poder Ejecutivo en la redacción definitiva del proyecto, sino también porque en los 
talleres que se realizaron por parte del Ministerio de Economía y Finanzas en forma previa a la redacción 
definitiva se invitó a algunos integrantes del Instituto, entre los cuales tuve el honor de figurar. Ello motivó, 
inclusive, una exposición que realizamos en uno de esos talleres. 


Por otra parte, el Instituto ha realizado reuniones de trabajo y análisis del proyecto. Concretamente, recuerdo 
una jornada de sábado primaveral en la cual nos concentramos en un hotel céntrico desde la hora nueve de la 
mañana hasta las siete de la tarde; en esa oportunidad, los integrantes del Instituto nos repartimos distintas 
partes de este proyecto para analizarlo y discutirlo. Asimismo, en las Jornadas de Derecho Comercial que 
anualmente realiza el Instituto -que, si no recuerdo mal, el año pasado fueron en octubre-, uno de los dos 
módulos para realizar exposiciones y ponencias fue, precisamente, este proyecto. 


A continuación realizaré algunas consideraciones sobre el proyecto de ley, con la precisión final de que es 
muy extenso y, obviamente, analizarlo en forma completa insumiría mucho más tiempo que el que ustedes 
disponen. Por ello voy a realizar un análisis muy general. Podemos empezar con una valoración muy general 
del proyecto y de la problemática que trata de resolver o superar. 


Queda claro que la vida de las empresas generalmente tiene una duración mucho más breve que la de los 
seres humanos. Según estudios que se han realizado, se comprueba que una gran proporción de empresas 
mueren antes de cinco años de haber nacido y que su promedio de vida a nivel mundial es inferior a los 
veinte años. Son absolutamente excepcionales las empresas que duran más tiempo que la vida humana 
promedio. De manera que hay un fenómeno natural que es la muerte de las empresas. Esto ha llevado a algún 
autor a decir que las empresas mueren en la niñez o en la adolescencia, sin haber podido concretar las 
ilusiones de sus fundadores. La inmortalidad no es posible en materia de vida humana ni de las empresas, y 
no hay ley alguna que la pueda asegurar. Si partimos de esa comprobación podemos pasar a la siguiente 
reflexión: si esto es un defecto del sistema o un elemento inherente al mismo que pueda jugar un rol positivo. 
La conclusión a la que arribamos es que, lejos de ser un elemento negativo, es prácticamente la válvula de 
escape del sistema para las situaciones en las cuales se articulan de manera deficiente factores productivos. 
La crisis de la empresa suele ser la evidencia de que la organización de factores productivos en que ella 
consiste -esa es la definición económica más aceptada-, no está funcionando bien. ¿Y esto qué puede 
implicar? Que se pueda reformular esa articulación de factores mediante mecanismos de reflotamiento, 
salvataje o reestructuración, o que la empresa deba desaparecer. Se considera que el hecho de que la empresa 
desaparezca puede llegar a ser una consecuencia muy positiva, en la medida en que esos factores que están 
articulados en forma ineficiente pueden migrar hacia otras organizaciones que sean más eficientes, o hacia 
organizaciones nuevas que sí tengan la funcionalidad necesaria para contribuir a mejorar la productividad de 
todo el sistema, contribuyendo también a la mejor asignación de recursos. Quiere decir que partimos de la 
base de considerar la salida de las empresas del mercado como un factor, no solamente positivo, sino también 
imprescindible para que el sistema pueda justificar su existencia y ser realmente eficiente. 


Muchas veces leemos informes estadísticos que comparan el tiempo de duración del proceso de instalación 
de una empresa en los distintos países. Más de una vez he leído en la prensa informes de este tipo -Uruguay 
aparece ubicado en un lugar intermedio, no del todo malo y no del todo bueno- sobre cuántos días dura la 
instalación de una empresa, con todos los trámites que hay que cumplir. Y esto es algo fundamental: la 
entrada al mercado. Para que un sistema funcione, la entrada al mercado tiene que ser ágil, rápida, y existen 
estas comparaciones internacionales que nos han llevado muchas veces a tratar de acelerar los plazos, a crear 
ventanillas únicas -recientemente se creó una para atender a los inversores- para acelerar la entrada al 
mercado. Pero en ocasiones nos olvidamos de que el proceso de salida del mercado a veces es tanto o más 
importante que lo anterior. Y aquí no estamos hablando de treinta, veinte o sesenta días, sino de años. Por eso 
es tan importante, en nuestro concepto, que exista un sistema concursal suficientemente apto para facilitar la 
reorganización de las empresas que sean reorganizables, viables y, al mismo tiempo, para asegurar, si las 
empresas no lo son, que la salida del mercado sea rápida, ordenada, lo menos dolorosa posible y que los 
recursos que se habían asignado a esa empresa, tanto materiales como humanos, sean reasignados. 


También nos queda claro que el costo que tiene mantener con vida empresas inviables socialmente es mucho 
mayor que el que insume tratar que los recursos, sobre todo humanos, se recalifiquen para ser aprovechados 
en otras organizaciones. De manera que insistimos en nuestro concepto de que la salida del mercado, muchas 
veces puede ser una solución y no un problema. Por eso nos prevenimos frente a la tentación, muy frecuente, 
en la legislación comparada y en el lenguaje común, de considerar que la conservación de la empresa es un 
fin en sí mismo. Las leyes francesas de la década del setenta y algunas otras de esa época, basadas en 
distintos informes presentados a nivel político, consideraron que la conservación de la empresa era la 
finalidad principal de los procesos concursales. Y fue en esa época que surgieron una cantidad de conceptos 
tendientes a mantener a la empresa con vida, pensando que ahí hay un valor. La exposición de motivos de 
este proyecto de ley habla del valor de la empresa, de por qué se debe vender en bloque y de por qué hay que 


mantenerla funcionando cuando el deudor quiebra. Esto es porque allí hay un valor, porque esa articulación 
de factores genera un plus, que no es la suma de los ingredientes sino la suma de estos y algo más; y eso hay 
que conservarlo. En la empresa están interesados distintos sujetos; está interesado el propietario o la sociedad 
propietaria, pero también los trabajadores, los proveedores, los clientes, el Estado, la comunidad toda; 
entonces, hay que mantener la empresa con vida. Ese es un concepto muy arraigado, que es muy lógico y 
tiene mucho sentido. A todos nos da pena pasar por una esquina y ver que cerró una empresa que funcionaba 
allí, que no está más. En esos casos hay una sensación de pérdida, pero desde el punto de vista del sistema no 
siempre es así, porque muchas veces ese valor que se quiere conservar ya se había perdido, y la única forma 
de que ese valor renazca es en cabeza de otras organizaciones. 


Con esto terminamos la exposición sobre nuestra concepción de que un proyecto de ley de reforma concursal 
debe apuntar a asegurar, no solamente la conservación de empresas que sean viables, sino también a 
promover, facilitar e impulsar con la máxima eficacia la salida del mercado de las empresas que no lo sean. 


Por otra parte, desde hace bastante tiempo el derecho comparado, la doctrina nacional y también algunos 
proyectos de ley anteriores insistieron en algunos aspectos que se consideraban fundamentales. Uno de ellos 
es, por ejemplo, que Uruguay tiene una cantidad de procesos concursales muy grandes -ha habido una 
proliferación negativa en este sentido- y a veces estos procesos no están suficientemente coordinados. 
Entonces, un primer objetivo era lograr una simplificación o unificación de los procesos concursales, 
evitando la dispersión y la superposición existente. Ese es uno de los objetivos que se han planteado en las 
últimas décadas, que inclusive plantemos en un trabajo nuestro en el año 1994, del cual tomamos estas ideas 
puntuales. 


El segundo es establecer mecanismos de detección o alerta temprana. Esto viene del informe del francés 
Sudreau, de la década del sesenta, y es considerado muy importante. Como decía Paysée Cash, hay que 
intervenir para prevenir. 


El tercer objetivo es lograr, si fuera posible, el reflotamiento o salvataje de las empresas. 


El cuarto es sustituir el concepto de cesación de pagos, que es demasiado puntual, por un concepto más 
amplio, que es el de crisis empresarial. 


El quinto es que si se declara la quiebra de una empresa, esta no tenga que cesar inevitablemente en su 
actividad. Si bien esa es la solución de principio, debe buscarse la posibilidad de que, separando propiedad y 
gestión, la empresa pueda seguir funcionando. 


Asimismo, si hay que liquidar la empresa, se debe tratar en primer lugar de que los bienes se vendan en 
forma conjunta para ver si es posible de esa manera maximizar su valor. Quiero aclarar que esta solución no 
está prevista en el Código de Comercio vigente, pero tampoco está prohibida. Quiere decir que las normas 
actuales permiten la venta de los establecimientos en su conjunto, si bien no es lo habitual. No es cierto que 
eso no esté permitido y que recién ahora se esté incorporando. 


Sí es novedoso que las normas hablen de la venta de la empresa en marcha. Aquí podríamos hacer una 
digresión. La palabra "empresa" se usa en derecho con distintas acepciones. En ocasiones, lo difícil es saber 
en qué acepción se usó. Muchas veces decimos: "Nos encontramos esta tarde en la empresa". En ese caso nos 
referimos a un local. Otras veces decimos: "La empresa compró un nuevo automóvil". Aquí la empresa es un 
sujeto, alguien que tiene la posibilidad de comprar y vender, cuenta con un patrimonio. También decimos: 
"Juan Pérez vendió una empresa". En este caso no es ni un local ni un sujeto, sino un objeto, porque se 
compra o se vende. También decimos: "Acometió una difícil empresa". Aquí se trata de una sucesión de actos 
orientados a un fin. No siempre es fácil encontrar en la legislación, en los escritos judiciales o en la doctrina 
el sentido exacto que se quiso utilizar. Por ejemplo, el Decreto-Ley_N* 15.322, de Intermediación Financiera, 
impone obligaciones a estas empresas, es decir que las está personalizando. Considero que lo que el 
intérprete debe hacer es ver cuál es la acepción en la que fue utilizado el término y luego sustituir una palabra 
con otra. Si se usa la palabra "empresa" como objeto, pongamos "establecimiento comercial". Este es un 
objeto de derecho, que se compra y se vende. Se hacen contratos de compraventa de establecimientos 
comerciales, pero no de empresas. Si se la utiliza como sujeto, pongamos "empresario". Entonces, el 
obligado no va a ser la empresa sino el empresario, el titular de la empresa. Esto lleva a un esfuerzo 
interpretativo y, dentro de lo posible, si el legislador nos simplifica la tarea de interpretación es mejor. En este 
caso, la palabra "empresa" está utilizada como sí fuera un objeto de derecho. Y cuando se dice "transferir la 


empresa en marcha" se está hablando de algo que no es un objeto de derecho. Entonces, sería mejor poner 
"establecimiento comercial". 


Aparentemente, se trata de que se vendan en bloque todos los establecimientos de la empresa, porque esta 
puede estar formada por más de un establecimiento. Un mismo sujeto o sociedad comercial puede tener una 
panadería en Salto y una fábrica de zapatos en Rocha. Es una misma sociedad, pero son dos establecimientos. 
También hay cadenas de establecimientos comerciales que funcionan como una unidad en cuanto a central de 
compras y a políticas, pero que en realidad son distintos establecimientos. Las sucursales de una empresa 
extranjera son establecimientos. Entonces, en lo posible, habría que tratar de modificar el concepto y 
llamarlos "establecimientos". Si se quiere que se vendan todos juntos, se pondrá "todos los establecimientos 
del deudor". Si no, se hablará de un establecimiento en particular. Como han señalado compañeros del 
Instituto más de una vez, esta utilización de la palabra "empresa" es equivocada. 


También era importante -y así lo decíamos en el trabajo que mencionamos- perfeccionar el régimen de 
responsabilidad de los administradores, pero siempre basándonos en el concepto de culpa, es decir, no 
atribuyendo responsabilidades en forma objetiva por el solo hecho de que eran directores o administradores, 
sino tratando de llegar al concepto de culpa que está en la base de nuestro sistema jurídico. 


Terminábamos pidiendo la creación de una judicatura especializada, dotada del apoyo técnico necesario. 


Estas ideas están recogidas en el proyecto que hoy estamos analizando, es decir que fueron atendidos 
claramente estos planteos, lo que no significa que se deba compartir la manera en que fueron formuladas cada 
una de las soluciones concretas. 


El proyecto tiene muchos aspectos positivos. Son tantos que nos llevaría mucho tiempo enumerarlos. Antes 
de venir a esta sesión repasé todo el texto del proyecto en forma ordenada, y más de una vez pensé que las 
soluciones que se proponían eran correctas, porque nos permitían aclarar un tema que se planteó en un caso 
determinado. 


Vamos a señalar algunos de los aspectos positivos, como por ejemplo que se atenúa drásticamente la 
dispersión y diversificación de procesos concursales que existe actualmente. También podemos decir que se 
mejora el régimen de mayorías de los convenios celebrados entre el deudor y sus acreedores, lo que antes 
llamábamos concordato. También mencionaremos el hecho de que se establezca la posibilidad de que la 
empresa continúe y que, si se resuelve la liquidación, se trate de vender los establecimientos enteros. Otro es 
la creación de una nueva clase de crédito: el crédito subordinado. Tradicionalmente teníamos los créditos 
preferentes -que es lo que ahora se llama un privilegio especial-, los créditos quirografarios, los créditos 
privilegiados en general, y nada más. Ahora tenemos también los créditos subordinados, que son créditos 
castigados en su posibilidad de recuperación por la relación que tenía el deudor con los acreedores. 


También hay otras soluciones muy acertadas en los más diversos campos, pero por la falta de tiempo nos 
vamos a concentrar en algunas observaciones -porque no podríamos hacer todas las que quisiéramos-, con el 
único afán de contribuir a mejorar este proyecto, si eso estuviera a nuestro alcance. 


Empecemos por el nombre. Si consideramos que esta será una ley de concursos, no vemos claro que sea de 
reorganización empresarial. El profesor Gaggero, en un artículo que escribió, decía que era un nombre 
ampuloso. Nos parece que la denominación que se da al proyecto no tiene una adecuada correspondencia con 
su contenido real. No se trata de reorganizar las empresas, porque si no estaríamos afincando el proyecto en 
el viejo -y superado en mi concepto- principio de conservación de la empresa, como si el objetivo de la ley 
fuera ese. Creo que sería un grave error, y tampoco me parece que sea ese el contenido del proyecto. Este 
maneja el concepto de conservación y de desaparición de la empresa, en un equilibrio que quizá no se 
vuelque lo suficiente a los aspectos que mencioné al principio, esto es, a facilitar y a hacer más rápida la 
salida de la empresa del mercado. No cabe duda de que el proyecto alberga los dos enfoques. En cambio, la 
reorganización empresarial parecería estar apuntando a la conservación de la empresa. 


Otra interpretación sería la de que no se habla de reorganizar la empresa en crisis sino de reorganizar el 
sistema empresarial, porque los ingredientes de la empresa en crisis que se disgrega pasan a otras empresas. 
Esta ya sería una expresión demasiado amplia que se le daría al concepto, que no creo que haya sido la que se 
le quiso dar. Por lo tanto, considero que no es una denominación técnicamente correcta. Quizá el proyecto sea 


más presentable o atractivo con este título para quien no está en el tema, pero no refleja su verdadero 
contenido. 


Por otro lado, a mi juicio se cambian de nombre innecesariamente varias instituciones. Así, por ejemplo, en 
lugar de hablarse de concordato, algunas veces se habla de convenio. El concordato es un convenio de hecho, 
pero siempre le llamamos concordato aunque ahora le llamamos convenio. Esa modificación está 
suficientemente fundada, pero no se le llama solamente convenio sino que además aparece otra forma de 
concordato que es tradicional en nuestro derecho y que, además, es una creación del legislador nacional -una 
de las pocas creaciones que hay en materia concursal en nuestro país-, y es el concordato privado. Aquí, el 
Título XI lo llama "Acuerdo Privado de Reorganización", en lugar de concordato privado. Tampoco es un 
acuerdo privado de reorganización necesariamente, salvo que se trate de reorganización del pasivo, pero creo 
que no queda del todo claro el alcance de esta denominación. 


Por otra parte, tenemos la quiebra, y en lugar de llamarla así, a secas -como siempre la conocimos-, al auto 
que la declara se le llama "Declaración de liquidación de la masa activa". No quería ser impreciso en la 
denominación exacta de ese auto del Juez, pero no le vemos sentido a ese cambio; se trata de la quiebra. Sí 
estamos de acuerdo en que en el régimen actual tenemos, por un lado, la quiebra, que afecta a las personas 
físicas comerciantes y a las sociedades comerciales en general y, por otro lado, la liquidación judicial, que es 
la quiebra de la sociedad anónima. Estoy de acuerdo en suprimir esa diferencia de denominación. ¿Por qué 
llamarle liquidación judicial? Llamémosle quiebra a las dos. 


En materia de concordatos tenemos el concordato preventivo judicial y el extrajudicial común, el preventivo 
judicial y el extrajudicial de la anónima, el concordato de liquidación y el concordato privado. Obviamente, 
es un exceso. Perfectamente se podría haber suprimido alguna de esas variantes y concentrarlas en las más 
importantes. Además, esas variantes más importantes están contenidas en el proyecto. Sería diferente si 
además de cambiar el nombre se hubiera eliminado el propio instituto, pero los institutos están dentro del 
proyecto. Tenemos la posibilidad de un convenio extrajudicial, de un convenio judicial, de un acuerdo 
privado; el concordato de liquidación no existe como tal, pero sí se puede incluir como ingrediente del 
convenio con los acreedores la cesión de todos los bienes del deudor a favor de los acreedores, que en 
definitiva eso es la liquidación mediante un convenio. 


Quiere decir que no se han modificado en sustancia los institutos anteriores pero sí se les cambia el nombre, 
se los ubica en una posición dentro del proyecto que no siempre consideramos la más adecuada, y creo que 
eso no tiene una justificación ni tampoco favorece la rápida instalación de estos conceptos en la plaza. 


Otro cambio que se realiza es el de la tradicionalmente llamada cesación de pagos del deudor, por el concepto 
de insolvencia. Tradicionalmente, el concepto de insolvencia fue explicado como el déficit patrimonial que 
existe cuando el activo de un sujeto es menor que su pasivo. Es decir que hay un déficit, una diferencia en 
menos del activo sobre el pasivo, y a eso le llamamos insolvencia. Hay muchas otras acepciones de la palabra 
insolvencia, pero esta es la que siempre se admitió en nuestro país, en especial dentro del derecho comercial. 
Pero si observamos el proyecto comprobamos que cuando habla de insolvencia no la define, sino que lo que 
hace es establecer presunciones de insolvencia. El artículo 4” refiere a presunciones relativas de insolvencia y 
el 5 a las presunciones absolutas, esto es, que no admiten prueba en contrario. Cuando se refiere a las 
presunciones relativas el proyecto expresa que: "El estado de insolvencia del deudor se presume en los 
siguientes casos: 1. Cuando exista un pasivo superior al activo, determinados de acuerdo con normas 
contables adecuadas". Este es realmente el concepto tradicional de insolvencia, y reitero que está en el 
numeral 1 del artículo 4”; pero luego sigue una lista de presunciones que no nos quedan claras. Son 
presunciones relativas de insolvencia, porque lo dice el título del artículo, pero no nos queda claro qué es lo 
que debe probar quien desea destruir esa presunción. 


Los siguientes numerales refieren, por ejemplo, a: "Cuando existan dos o más embargos por demandas 
ejecutivas o por ejecuciones contra el deudor por un monto superior a la mitad del valor de sus activos 
susceptibles de ejecución.- 3. Cuando existan una o más obligaciones del deudor, que hubieran vencido hace 
más de tres meses.- 4. Cuando el deudor hubiera omitido el pago de sus obligaciones tributarias por más de 
un año.- 5. Cuando exista cierre permanente de la sede de la administración o del establecimiento donde el 
deudor desarrolla su actividad.- 6. Cuando el Banco Central hubiera dispuesto la suspensión de una o más 
cuentas corrientes del deudor", y al final expresa: "Estas presunciones son relativas, admitiendo en todos los 
casos prueba en contrario, en los términos de la ley". Ese es el concepto de presunción relativa, es decir que 


admite prueba en contrario. ¿Qué es lo que debe probar quien quiera destruir la presunción? Tendrá que 
probar que pese a que tiene dos o más embargos, no es insolvente, pero no está definida la insolvencia. 


¿Qué es la insolvencia? ¿Es lo que dice el numeral 1 del artículo 4%, que es el concepto tradicional, es decir, 
tener más pasivo que activo? Parecería que la definición de insolvencia debería haber estado en otro lado. El 
inciso segundo del artículo 1* expresa que: "Se considera en estado de insolvencia [...] al deudor que no 
puede cumplir con sus obligaciones", pero ¿la prueba tendría que ser que puede cumplir con sus 
obligaciones? El numeral 2 del artículo 4” refiere a "Cuando existan dos o más embargos [...] por un monto 
superior a la mitad del valor de sus activos [...]", por lo que podría tratar de probar que no tiene esos 
embargos o que estos no son por el valor indicado, pero aquí la presunción no es que tiene los embargos, que 
tiene embargos por más de cierto valor, que tiene obligaciones vencidas, que no le haya pagado al Fisco o 
que le hayan cerrado las cuentas; esa no es la presunción. La presunción es que es insolvente, y la insolvencia 
implica, según el artículo 1%, que no está en condiciones de cumplir las obligaciones, y según el concepto 
tradicional, recogido en el numeral 1 del artículo 4”, que exista un pasivo superior al activo. No nos queda 
clara del todo la prueba que debe realizar el interesado en destruir la presunción. Parecería que de lo que se 
trata es de que pruebe que puede pagar, que demuestre que pese a los embargos y la suspensión de cuentas, 
puede pagar. 


Por otro lado, el artículo 5” contiene presunciones absolutas y se refiere, por ejemplo, a "Cuando el deudor 
solicite su propio concurso". En ese caso se presume absolutamente que no puede pagar. Quiere decir que en 
ese caso ya no interesa si el pasivo es superior al activo ni si realmente puede pagar o no. Basta que el deudor 
se presente y diga que no puede pagar. Entonces se presume absolutamente que no puede y se declara el 
concurso. 


Lo mismo ocurre en otros casos en los cuales también existen presunciones absolutas, como cuando hay 
ocultación o ausencia del deudor sin dejar representantes u ocultación o ausencia de los administradores, en 
caso de personas jurídicas. No se exige que las obligaciones que no se cumplieron estén vencidas y, por lo 
tanto, nos queda la duda en cuanto a qué ocurriría si la persona se ausentó de los lugares habituales que 
frecuentaba -como dicen las crónicas policiales-, pero no tiene ningún crédito vencido ni tampoco a vencer a 
corto plazo sino en el mediano y largo plazo, y en el ínterin reaparece y hace frente a sus obligaciones. Aquí 
tenemos una presunción absoluta de que la persona no puede pagar, cuando quizás esa podría haber sido una 
presunción relativa y la persona podría presentarse y demostrar que es solvente en los términos del artículo 1* 
o, eventualmente, en los términos del numeral 1 del artículo 4” 


Por otro lado, se ha destacado la difícil posición en que quedan colocados los administradores y también los 
ex administradores de las sociedades concursadas. De por sí ya hoy es difícil en el Uruguay que las personas 
acepten integrar el Directorio de una sociedad anónima o ser administradores de una sociedad comercial si 
tienen bienes importantes en su patrimonio. La experiencia que tenemos los abogados nos indica que cuando 
una persona acepta el cargo de Director de una sociedad anónima es porque no tiene bienes en su patrimonio 
o, si los tiene, están a nombre de terceros; de lo contrario, si acepta el cargo teniendo esos bienes, en algún 
momento estos dejan de figurar en su activo. Eso pasa con las normas actuales. Yo creo que agravar de esta 
forma tan notable la responsabilidad de los administradores, y aún más de los ex administradores, puede 
constituir un fuerte desestímulo, no solamente para que los sujetos acepten integrar los Directorios de las 
sociedades anónimas o ser administradores de otro tipo de sociedades, sino inclusive para que cumplan con la 
obligación que el propio proyecto les impone de solicitar la declaración de concurso. 


Precisamente, en el numeral 3 del artículo 6? del proyecto se establece que están legitimados para solicitar la 
declaración de concurso: "Cualquiera de los administradores o liquidadores de una persona jurídica". Y por 
otro lado, en el artículo 10 se establece que estas personas no solamente están facultadas, sino también 
obligadas a hacer esa solicitud. 


Por otra parte, el Director o administrador que solicite la declaración de concurso ingresa, deliberada y 
voluntariamente, en un estatuto tremendamente perjudicial para sus intereses. Se puede postergar o aplazar el 
pago de sus créditos; su crédito puede ser considerado subordinado; tiene la obligación de cooperar con el 
concurso y comparecer al Juzgado todas las veces que sea necesario; puede llegar a ser embargado si se 
demuestra que el pasivo es superior al activo y el embargo dura hasta que termine el proceso de calificación, 
con lo cual se agrava considerablemente la situación de los administradores y Directores de las sociedades 
comerciales. 


Sin perjuicio de compartir la intención de los autores del proyecto de minimizar o impedir los fraudes o las 
simples negligencias de estas personas, nos parece que deberían atenuarse estas previsiones, tratando de que 
el estatuto de los administradores tenga más incentivos que "desincentivos". Incentivos para proceder bien y 
"desincentivos" para proceder mal, pero que no tengan tal naturaleza que desalienten casi por completo a 
quienes acepten esos cargos. 


A esto se suma una situación muy particular de nuestra legislación actual, y es que según la ley de 
sociedades, cuando un Director renuncia a su cargo, su renuncia no es efectiva hasta que es aceptada. La 
renuncia se presenta al Directorio, y si este no la acepta, el Director sigue en el cargo hasta que la siguiente 
asamblea se pronuncie; hay toda una discusión con respecto a qué quiere decir esto, y encontramos 
posiciones que sostienen que la asamblea tiene que aceptar la renuncia. Por eso, ante normas muy similares 
en la República Argentina, Cabanellas de las Cuevas manifestaba muy gráficamente que el régimen legal 
lleva a veces, en la práctica, a que en una mezcla de realismo mágico, de tragicomedia y de delirio colectivo, 
se designe a personas ancianas para ocupar dichos cargos, dado que solo la muerte es una salida segura para 
el cargo de Director de una sociedad anónima. Yo pido disculpas por la exageración en que podría haber 
incurrido el autor citado, pero podría ocurrir perfectamente que a un Director de una sociedad anónima, que 
sea consciente de que la sociedad está ingresando en una situación de insolvencia, se le diga: "Haga la 
denuncia; solicite la declaración de concurso". Pero si lo hace antes de tiempo, teóricamente puede estar 
asumiendo responsabilidades de otro tipo. Por otra parte, si estando la empresa en buena situación el Director 
presenta renuncia, debe ser aceptada por el Directorio; de lo contrario se está a lo que decida la asamblea. En 
mi opinión basta con que la asamblea se pronuncie. Es más; debería bastar con que fuera citada, aunque no se 
reúna. Pero hay interpretaciones según las cuales, si la asamblea no acepta la renuncia el Director sigue en el 
cargo, y esa podría ser una situación indefinida. Entonces, esta persona está atada a su cargo, y la efectividad 
de su renuncia no depende de sí, sino de otros. Esa persona que no puede separarse de las funciones que ha 
aceptado ocupar, en caso de aprobarse este proyecto de ley vería aumentada de una forma sustancial su 
responsabilidad y sus obligaciones. 


Otra de las observaciones que se han formulado en el Instituto a este proyecto es que no comprende el 
concurso civil. A diferencia de lo que ocurre con normas de otros países, esta iniciativa excluye a las personas 
físicas que no tengan actividad empresarial y hace regir su concurso por las normas del Código General del 
Proceso. Tampoco se ve la razón del mantenimiento de esta diferenciación y se considera que sería mejor un 
proyecto que tuviera las mismas reglas para los deudores, personas físicas y jurídicas, civiles o comerciales. 


Por otro lado, se menciona una hipótesis que se da en la práctica, que es la presentación conjunta de dos o 
más sujetos solicitando la iniciación de un proceso concursal. Esto ocurre muchas veces con empresas 
vinculadas entre sí, que forman parte de un grupo económico y que, por tanto, tienen cierta promiscuidad o 
confusión en el manejo de sus activos, además de responder a un único centro de decisión. 


Entonces, para evitar que se pueda decir: "acá hay un ocultamiento: esta persona física titular de tal empresa, 
se presenta por esta, pero no por las otras, donde tiene más activos que pasivos; está presentando una 
posición patrimonial ficticia", muchas veces, en la práctica, los empresarios que integran un mismo grupo 
económico se presentan en forma conjunta, lo que crea algunas dificultades. Por ejemplo, si una empresa es 
una sociedad anónima y la otra una SRL, ¿por qué normas se rige el proceso concursal? A mí me ha pasado, 
como abogado, tener que presentar una SRL y una sociedad anónima; entonces la duda era: ¿qué 
procedimiento elijo? Elegí el de la SRL porque es más severo y el Juez accedió a esa pretensión; entonces, se 
tramitó todo como si fuera una sociedad de responsabilidad limitada. 


Este es un primer problema, pero hay un segundo problema que es mucho más grave. Como frente a los 
terceros a veces cada empresa se presenta como autónoma, los activos y pasivos que forman parte de su 
operativa pueden tener una relación diferente. Puede pasar que en una de esas actividades empresariales se 
tenga un superávit importante y que en otra haya pérdidas. Pero, ¿qué ocurre? Que el sujeto que le da crédito 
a un empresario, lo hace teniendo en cuenta cuáles son sus activos y pasivos y no tiene por qué conocer las 
relaciones internas que hay entre los integrantes del grupo. Entonces, si una persona presta dinero o vende a 
crédito a determinada empresa que es muy solvente, mañana pasa a formar parte de un grupo de empresas y 
se presentan todas a la quiebra en conjunto, este acreedor que otorgó el crédito teniendo en cuenta los activos 
de su deudor, se encuentra que ahora tiene que compartir los escasos y magros activos de un grupo de 
empresas con otros acreedores que no tuvieron su previsión y cuando dieron crédito no se cercioraron de que 


su deudor tuviera los bienes suficientes. Esta es una situación muy grave que debería ser atendida en el 
proyecto. 


En esta iniciativa se habla de grupo de empresas en el numeral 1, literal c, del artículo 7”. Por su parte, en el 
artículo 9” se dice: "Cuando formen parte de un mismo grupo", pero no se aclara si se refiere a empresas. 
Luego, en el mismo artículo, pero en el numeral 2, se vuelve a decir: "Cuando formen parte de un mismo 
grupo”. Sin embargo, más adelante se habla de grupo de sociedades y no de grupo de empresas. Es más: se 
define al grupo de sociedades. 


Concretamente, el literal c) del numeral 2 del artículo 112 establece: "Las sociedades que formen parte de un 
mismo grupo de sociedades. Se entenderá que existe un grupo de sociedades cuando una sociedad se 
encuentre sometida al poder de dirección de otra o cuando varias sociedades resulten sometidas al poder de 
dirección de una misma persona física o jurídica o de varias personas que actúen sistemáticamente en 
concierto". Acá hay una limitación. Mientras que en los otros artículos lo que importaba era que hubiera 
empresas integrando un mismo grupo, en este caso esas empresas deben tener por titular a sociedades 
comerciales, cuando realmente puede existir una conexión entre empresarios, aunque algunos sean 
sociedades y otros no. Puede ocurrir perfectamente que el grupo no sea societario sino empresarial y, por lo 
tanto, que en principio se le deba aplicar el mismo concepto para calificar sus créditos, en este caso como 
créditos ordenados. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El problema estrictamente está planteado en la definición de conjunto 
económico y la regulación a partir de ello. Es un problema claramente planteado en el texto de este 
proyecto. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- No quiero seguir insistiendo con las observaciones que nos puede 
merecer este proyecto; diría que en casi todas las páginas hay algo que podríamos objetar, pero quizás 
también en todas ellas haya muchas más cosas que deberíamos aplaudir. En esta presentación no 
quisiéramos plantear un sesgo contrario al proyecto sino solamente poner de manifiesto las 
interrogantes y los cuestionamientos que se nos plantean y que eventualmente podrían ser tenidos en 
cuenta para una modificación de su articulado. 


Si a los señores Diputados les parece bien, daría por terminada mi exposición. Pongo a disposición de la 
Comisión el trabajo de los integrantes del Instituto de Derecho Comercial; quizás le pueda parecer útil. Como 
Instituto presentamos una exposición articulada en la cual se hace un análisis más en detalle de todos estos 
puntos. Según lo que la Comisión determine, esa exposición la podríamos enviar por escrito o venir a este 
ámbito como delegación para seguir profundizando en el análisis de la normativa. 


Dicho esto, vuelvo a agradecerles la invitación. Estoy a su disposición para contestar las preguntas que 
deseen formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con gusto recibiremos ese aporte del Instituto; le agradeceríamos nos lo 
envíe por escrito. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero agradecer la presencia del doctor Xavier De Mello. Como ya sabíamos que 
iba a pasar, nos ha ilustrado con su extenso conocimiento en esta materia con respecto a alguno de los 
puntos centrales del proyecto de ley y en particular sobre el espíritu del mismo. 


Quiero hacer algunos comentarios previos. Acá hay algunos consensos básicos. La introducción que hizo el 
doctor Xavier De Mello, por lo que hemos estado conversando en otras oportunidades ya habiendo empezado 
a avanzar en el tratamiento en general del proyecto de ley y de algunos de los principios que lo informan, así 
como la visión más moderna de los conceptos que informan este proyecto de ley, son compartidas por la 
Comisión en general. Es claro que la conservación de las empresas cuando son viables y el facilitar la salida 
ordenada y rápida del sistema cuando son inviables, es lo ideal. El gran problema cuando uno legisla es 
encontrar cómo ayuda a generar criterios, porque luego esto se aplica a una realidad concreta y el legislador 
no tiene la posibilidad de legislar sobre temas particulares. La ley, por definición, es una norma genérica y, 
por lo tanto, los criterios deben ser lo más ajustados posible para ayudar en ese objetivo que perseguimos. 


Voy a plantear algunos temas para que queden claros. En primer lugar, en cuanto al nombre de la ley, es un 
viejo tema en esta Comisión; en estos dos años y medio he aprendido mucho del señor Diputado Orrico, 
quien nos ha enseñado que las leyes no tienen nombre, más allá de que después sean utilizados para su 
ubicación. En segundo término, en el Parlamento Nacional pasa como con los nombres de las películas 
cuando son traducidos del inglés al castellano: generalmente no tienen nada que ver con el nombre original ni 
con el contenido. No es un problema de este proyecto de ley, sino que es un tema viejo de cómo se ponen los 
textos de los nombres de los proyectos de ley, por más que este fue enviado por el Poder Ejecutivo. Comparto 
que no debería ser ese el nombre de este proyecto de ley, porque inclusive podría llegar a confundir sobre sus 
contenidos. 


También deseo hacer algunas observaciones. Quiero comentar que cuando se hizo la presentación de este 
proyecto de ley por parte del Poder Ejecutivo en el Ministerio de Economía y Finanzas, conjuntamente con 
sus asesores y con los profesores que trabajaron en esto -los doctores Olivera, Kreimer y Rippe-, nosotros 
trasmitimos nuestro acuerdo genérico con esta iniciativa, porque, además, tiene un valor por cómo se 
conformó. El doctor Xavier De Mello hacía mención a la serie de seminarios que se realizó durante un año 
para la conformación del anteproyecto de ley que luego se transformó en proyecto cuando lo envió el Poder 
Ejecutivo; fue un trabajo importante, en el que se tomaron en consideración las opiniones de varios de los 
operadores del sistema, tanto jurídicos como los que están en la operadora del sistema; y, por supuesto, el 
proyecto plasma decisiones y opciones jurídicas y doctrinarias que con respecto a algún punto se podrán 
discutir pero que en definitiva son opciones. 


Nosotros estamos de acuerdo en la necesidad de tener una alerta temprana. El doctor decía que acá hay un 
acuerdo, que ya desde la década del sesenta algunos informes decían "intervenir para prevenir". En esa frase 
resumía el concepto de alerta temprana plasmado en este proyecto de ley. En eso estamos de acuerdo; 
además, simplifica la cantidad de distintos institutos que estaban. 


Como tiene que haber una alerta temprana -ese es el concepto- se nos dice que tiene que existir cierta lógica 
en el proyecto en cuanto al nuevo sistema que se va a poner en el concurso y a la forma de conservación de 
determinadas empresas. Por lo tanto, la alerta temprana debe tener lo que figura en los artículos 4* y 5*: las 
presunciones absolutas y relativas para la insolvencia. Como legisladores, nosotros adelantábamos nuestra 
duda -todavía no teníamos estas definiciones- y nuestra reticencia natural a votar las presunciones absolutas. 
Eso sucede en cualquier rama del derecho, aunque en otras es más complicado. Por ejemplo, está claro que 
no se pueden tener presunciones absolutas a nivel penal; en derecho comercial pueden ser más posibles. 
Quien habla, como lo ha trasmitido, tiene reticencias. 


Más que entrar en casos particulares, quiero formular algunas preguntas. 


El doctor Xavier De Mello ha hecho comentarios acerca de que en lo que a él respecta hay algunas 
presunciones que quizás estén mal formuladas o que no deban ser absolutas sino relativas, pero en realidad 
no existe ninguna posición en contra de la existencia en el proyecto de ley de la presunción absoluta como 
tal. ¿Es decir que se considera que la existencia de las presunciones absolutas está bien, dentro de la lógica 
del proyecto, como alerta temprana? 


En el último inciso del artículo 4” se establece "[... Jadmitiendo en todos los casos prueba en contrario, en los 
términos de la ley", que es la definición de presunción relativa, aunque se establece como aclaración. El 
doctor Xavier De Mello hablaba de algunos problemas que podíamos llegar a encontrar al probar lo que se 
solicita para que no se aplique la presunción relativa. No comprendí lo siguiente; y esto no quiere decir que el 
doctor esté equivocado, porque seguramente sabe más de esto que quien habla. Si bien la definición de 
insolvencia está en el numeral 1 del artículo 4”, todo el resto son hipótesis diferentes. Por ejemplo, en el 
numeral 2 se establece: "Cuando existan dos o más embargos por demandas ejecutivas o por ejecuciones 
contra el deudor por un monto superior a la mitad del valor de sus activos susceptibles de ejecución", lo que 
se tendrá que comprobar es que no tenga dos demandas o más. La ley es muy dura. No importa si después 
tiene suficiente dinero para pagar. Si votásemos este proyecto de ley con este numeral 2, lo que deberíamos 
probar para que no se inicie el proceso concursal sería que no superen la mitad del valor, tal como lo dice el 
artículo por lo contrario y no en el concepto de insolvencia. Precisamente, es lo que sucede en el artículo 4”, 
donde no solamente está el concepto clásico de insolvencia sino que se amplían las presunciones relativas. 


Yo puedo llegar a compartir -es opinión de este legislador y va a tratar de modificarlo- que muchas de las que 
están aquí no deberían ser presunciones absolutas ni relativas, porque podrían llevar a ciertas injusticias. 


La otra pregunta es con respecto a algo que sí me pareció importante. Comparto -y también lo hace el señor 
Diputado Salsamendi; me lo trasmitió en otras oportunidades- la preocupación con respecto a aumentar la 
dureza en el tratamiento de los Directores o de los administradores en las sociedades y la dificultad que se da 
luego en la práctica. Todos sabemos que aparte de que ya tenemos problemas -más allá de la cita tan 
inteligente y aguda que se nos trajo a colación, y voy a decir algo que técnicamente no es correcto- corremos 
el riesgo de tener una verdadera industria de testaferros a partir de este artículo; si bien hay una práctica de 
testaferros, esto llevaría a una verdadera industria. 


Si bien detectamos el mismo problema, por lo menos hasta el día de hoy no hemos encontrado cuál sería la 
solución que podría poner el punto intermedio entre lo que queremos, que es tener cierta capacidad de 
control, de desestímulo al manejo irregular de esa posición de Director o de administrador de la sociedad, y el 
estímulo suficiente para que esa situación se formalice, o sea, que las verdaderas personas que tienen la 
dirección de esa empresa aparezcan en los libros de la sociedad. 


Por último, quisiéramos trasmitir a nuestro invitado -quien nos ha ilustrado muchísimo- que creemos que en 
todo esto hay un avance enorme con respecto a los plazos que se han manejado. 


Aquí también se ha hablado de la necesidad de celeridad. En una intervención anterior -en oportunidad de 
que concurrieran otros profesores- yo decía que aquí la tensión entre la celeridad y las garantías la vamos a 
tener que resolver entre los legisladores. Me refiero a la tensión permanente entre lograr algo que sea rápido - 
porque es lo mejor para el sistema y, en muchas oportunidades, para el mercado- y mantener las garantías 
imprescindibles para que el proceso dé oportunidad de defensa a quien debe tenerlo; inclusive que dé 
oportunidad de lograr una solución que no sea la más drástica, que es la liquidación, la quiebra o como 
queramos llamarla. 


Tengo otra duda. En este punto, el doctor Xavier De Mello aducía que muchos de los institutos en realidad no 
desaparecen; solamente les cambiamos el nombre, pero se mantienen aunque con otros plazos y otras 
fórmulas. En realidad, hay un cambio. Inclusive, en el Título XI del proyecto de ley se habla del Acuerdo 
Privado de Reorganización y se separa un acuerdo puramente privado de un acuerdo de homologación 
judicial, lo que también está previsto en el concordato preventivo. Si bien está en el Título XI, está claro que 
este Acuerdo Privado de Reorganización también es previo al concurso, tal como lo establece el artículo 214, 
referido a la oportunidad de suscripción del acuerdo. 


Voy a formular una pregunta objetiva. Yo puedo compartir la idea de para qué cambiar el nombre de un 
instituto que ya tiene una tradición y un nombre determinado. Si bien es el mismo instituto, conceptualmente 
son otros los plazos y es otra la fórmula en que se establece. Entonces, mi pregunta es si no genera una 
confusión mayor mantener el mismo nombre para cosas que tienen la misma naturaleza jurídica aunque 
tienen diferentes plazos y una organización jurídica distinta. Me afilio más a la tesis de cambiar el nombre 
aunque no cambiemos la naturaleza del instituto. Quisiera saber si no traería mayor confusión cambiar el 
nombre -tal como pretende este proyecto de ley- a un instituto que tiene una identificación muy fuerte en la 
tradición jurídica del país. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a plantear algunas interrogantes basadas esencialmente en un trabajo 
que nos presentara hace algún tiempo la doctora Nuri Rodríguez, en el que realizaba una serie de 
cuestionamientos. He venido siguiendo la exposición del doctor Xavier De Mello y he visto que hay 
muchos puntos de coincidencia con algunos de los eventuales cuestionamientos que se hacen al 
proyecto. Me voy a referir exclusivamente a aquellos que en mi opinión tienen que ver, no ya con una 
eventual diferencia en cuanto a la solución de algún artículo determinado, sino con los que en algún 
caso plantean diferencias que alterarían sustancialmente la organización del proyecto de ley tal como 
está redactado. 


El doctor Xavier De Mello planteó, al inicio, su punto de vista concreto sobre algunos de estos aspectos que 
tienen que ver con el nombre de reorganización empresarial, y yo también estoy de acuerdo con eso. Si bien 
no me preocupa tanto el nombre, sí la discusión sobre el concepto. 


De la lectura de la legislación que la doctora Nuri Rodríguez menciona en su trabajo queda claro que existe, 
muy fuertemente planteada, la posibilidad de generar determinado tipo de actuaciones a partir de una efectiva 
cesación de pagos o -esta es una consulta más concreta- cuando en realidad existe una amenaza -sin utilizar el 


término jurídico más correcto- de insolvencia. Quisiera saber si el doctor entiende que el proyecto resuelve 
adecuadamente este tipo de temas y, en esa posibilidad de fricción entre un concepto y otro, cuál considera 
que es el mejor para una aplicación concreta en el estado actual del derecho y de la práctica comercial 
uruguaya. 


En la misma línea están mencionados como posibilidad los eventuales procedimientos de reorganización, aun 
con la oposición de alguna clase de acreedores. Por lo que entendí, en principio, el doctor Xavier De Mello se 
manifestaría en contra de estas posibilidades. 


Allí también se menciona como alternativa el régimen del Código Civil Francés del año 2005, con su proceso 
de salvaguardia y las eventuales normas de recuperación o de "enderezamiento" -en esa traducción un tanto 
literal- de este tipo de planteo. Si es posible, en el tiempo de que disponemos, quisiera saber cuál es su 
opinión sobre esto. 


En ese trabajo también se cuestiona que la calificación del concurso esté en la etapa final del proceso 
concursal. Si no entendí mal, allí se señala la necesidad de que esa calificación se haga exactamente en la 
forma opuesta, o sea, al inicio. 


Asimismo, se plantean algunos problemas con relación a la legitimación, a quiénes serían los legitimados 
para solicitar el concurso. Se hace una serie de cuestionamientos, pero mi pregunta concreta es si el doctor 
entiende que bastaría con la resolución de los órganos de administración y/o representación o si sería 
necesaria la existencia de una asamblea o reunión de socios para adoptar una resolución como esta. 


Menciono todo esto porque no son solo los cuestionamientos que encontré en el trabajo de la doctora 
Rodríguez, sino porque, además, en muchos de los casos estos coinciden con buena parte de los planteos que 
conozco -y que en algunos casos son públicos- de la Liga de Defensa Comercial. 


A su vez, se señala que la empresa en Uruguay es un concepto económico y es difícil resolver su exacta 
ubicación como entidad jurídica. Inclusive, allí se señala que en este proyecto se habrían adoptado algunas 
soluciones a partir de códigos que eliminaron la distinción entre lo civil y lo comercial, abarcando en un solo 
cuerpo jurídico este tipo de actividades. Por lo tanto, al trasladar la solución de esos países -Brasil, Italia, 
etcétera- se cometen errores en función de esa presunta no adecuación a un régimen como el que tenemos 
nosotros. 


Pido disculpas porque son muchas las preguntas; probablemente no hayan tenido la claridad técnica 
necesaria, pero quería plantearlas en términos más genéricos. Esperamos su respuesta, en la medida en que le 
fuera posible informarnos en el día de hoy. Obviamente, también estamos a la espera de que el Instituto como 
tal nos envíe un planteo, que desde ya adelanto agradecemos muchísimo. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Agradezco a los señores Diputados las preguntas que me han 
formulado y trataré de contestarlas en forma breve y clara, pese a las dificultades que temas tan 
complejos traen consigo. 


Con respecto al tema de la alerta temprana, debo decir que cabrían dos posibilidades. Una, establecer algún 
mecanismo extrajudicial que permitiera asegurar la información de los agentes interesados en las operaciones 
de las empresas para, de esa manera, lograr formarse un criterio con respecto a los riesgos existentes o no 
sobre la continuación de dicha empresa. Entonces, podría haber una primera etapa netamente informativa de 
parte de estos agentes, que tendría el sustento necesario en la ley como para que, frente a una solicitud de 
información, el empresario estuviera obligado a proporcionarla. Eso ocurre en el artículo 321 de la Ley N* 
16.060, conforme al cual los accionistas tienen derecho a pedir al Directorio que proporcione cierta 
información. Ese derecho es incondicional y, si el Directorio no la proporciona, los accionistas pueden 
pedirlo al Juez, quien ordenará la entrega de la documentación pertinente, los balances, etcétera. Esta podría 
ser una primera forma de detección temprana. 


Luego habría que analizar el camino que podría seguir el agente que ha obtenido la información, una vez que 
comprueba que se dan elementos de riesgo. Entonces, pasamos al planteo judicial que, en el proyecto, viene a 
ser la solicitud de declaración de concurso. Para esto, el proyecto enumera una serie de circunstancias que en 
el Derecho Concursal tradicional nosotros le llamamos "hechos de la quiebra". El concepto tradicional es 


cesación de pagos y se aplica cuando un deudor cesa en el pago corriente de sus obligaciones. Sin embargo, 
la ley precisaba que bastaba con el incumplimiento de una obligación. Además, agregaba otras circunstancias 
que también podían llevar a la quiebra al empresario o al deudor. Todo esto llevó a que la doctrina dijera que 
la cesación de pagos es un concepto genérico que se hace operativo a través de los llamados "hechos de la 
quiebra", que son todas aquellas circunstancias que permiten que se declare la quiebra. Acá el concepto deja 
de ser la cesación de pagos y pasa a ser la insolvencia. Luego -si podemos usar el símil-, tenemos los "hechos 
de la insolvencia", que serían las presunciones absolutas y relativas en virtud de las cuales si algunos de los 
sujetos legitimados pide al Juez que declare el concurso, este, previo el trámite que establece la ley, tendrá 
que decretarlo. ¿Por qué? Porque se cumplió con algunos de esos requisitos. Si la presunción es absoluta, la 
oposición no va a prosperar; si es relativa, puede hacer la defensa del caso y sostener que no es insolvente en 
el sentido que bien señalaba el señor Diputado Orrico en el artículo 1%, porque estaría en condiciones de 


pagar. 


El problema es que quizás ya sea demasiado tarde. Una vez que se presentó el pedido de concurso, el deudor 
está inmerso en un procedimiento que por más que le cambiemos el nombre, va a tener consecuencias 
negativas para la empresa. Es más: cuando se dice que una empresa está en concordato, eso genera cierta 
reacción en la plaza porque los concordatos terminan habitualmente en quiebras. Pero todo el mundo sabe 
que si bien terminan en quiebras, técnicamente no es una quiebra, sino que es un intento de salvar a la 
empresa, de prevenir la quiebra. En cambio la palabra concurso es distinta: en la medida en que va a abarcar 
todos los institutos preexistentes y va a incluir tanto a los preventivos como a la propia liquidación, puede ser 
que la plaza termine reaccionando frente a la declaración de concurso como si fuera una quiebra. También 
puede ser que cambie la cultura empresarial y se termine pensando: "Es un concurso; vamos a ver qué 
significa esto". Pero sabemos que el procedimiento ya empezó de una forma tal que puede terminar en la 
quiebra o en un convenio, y no hay marcha atrás. 


El régimen actual no es diferente a lo que acabo de decir porque si alguien pide un concordato y es 
rechazado, se va a la quiebra. Si se aprueba el concordato y después no se cumple, se va a la quiebra. Solo 
cambiamos el nombre: no lo llamamos más "rescisión de concordato", y decimos que se puede pedir la 
liquidación pero, en realidad, es como lo denomina el Derecho Comercial vigente. De todos modos, cuando 
hay rescisión del concordato, se cae en quiebra; cuando hay anulación del concordato, se cae en quiebra, y 
cuando hay rechazo del concordato, también se cae en quiebra. Quiere decir que cuando el comerciante inicia 
el proceso concordatario ya sabe que su futuro es llegar a un acuerdo con los acreedores o ir a la quiebra. En 
este proyecto, sucede algo muy similar. Simplemente, se declara el concurso con un nombre único y luego, 
en el marco de ese concurso, se sucederán o no los diversos institutos que ya existían y que con una nueva 
formulación aparecen también en esta iniciativa. 


Podríamos preguntarnos si mediante esta unificación de procedimientos y el perfeccionamiento -que es 
indudable que está contenido en este proyecto- de algunas regulaciones, que en determinados casos implican 
nuevos trámites, se va a lograr el objetivo de facilitar la salida del mercado de las empresas que no sean 
viables. Con toda franqueza debo decir que tengo mis dudas y el tiempo dirá, si este proyecto es aprobado en 
la forma planteada. A título de contribución, podríamos sugerir que algunos plazos un poco extensos fueran 
acortados, como por ejemplo, el establecido en el artículo 19, que plantea ciento ochenta días para la 
convocatoria de la Junta; este podría ser un plazo innecesariamente extenso. 


Lo importante, entonces, no está en determinar si hay o no una nueva formulación de los mismos institutos en 
el continente de un proyecto único, sino si esa nueva formulación permite o no lograr el objetivo de que la 
salida del mercado de las empresas sea lo más ordenada posible. Este aspecto es el que más nos preocupa y 
en el que me propongo trabajar junto con los integrantes del Instituto en la presentación escrita que hemos 
comprometido realizar. 


También tenemos el tema de las presunciones relativas o absolutas que, como decía recién, vendrían a ser los 
verdaderos hechos del concurso -en lugar de los hechos de quiebra-, que demuestran la existencia de una 
situación que ya no se llama cesación de pagos sino insolvencia. Se podría hacer un análisis más detallado 
pero, en mi concepto, algunas de las presunciones consideradas absolutas deberían ser relativas. 


Pero quiero señalar lo siguiente: cuando decimos que la presunción es relativa, tenemos que saber qué es lo 
que hay que probar. Es decir, la prueba en contra ¿a qué debe referir? Evidentemente, debe referir a si hay o 
no insolvencia; porque también podría referir a los hechos constitutivos del concurso, pero no es eso lo que 


parece indicar el artículo. Parecería que la idea es decir: "Pese a que yo tengo los dos embargos, no soy 
insolvente; puedo pagar”. Si no fuera así, la presunción de que yo tengo dos embargos, ¿en qué consiste? ¿En 
que alguien presume que tengo dos embargos? No, esa es la prueba que tiene que dar el interesado para 
lograr la declaración del concurso. Frente a eso, el deudor puede presentarse y decir: "No, están equivocados; 
yo no tengo dos embargos". También puede decir: "Tengo dos embargos, pero soy solvente". Por eso la 
presunción es relativa porque, aunque tenga los dos embargos, puede ser que yo sea solvente y lo demuestre 
acreditando mi posibilidad de pagar, de cumplir con las obligaciones. 


Me parece que esa es la interpretación más coherente de este sistema que, reiteramos, no lo compartimos en 
todos sus aspectos pero que tampoco contiene ningún elemento que uno pueda considerarlo apartado de la 
realidad. No cabe dudas de que si hay un deudor que ha sido embargado varias veces, que le han suspendido 
las cuentas o que dejó de pagar obligaciones desde hace bastante tiempo, es un indicador de que esa empresa 
tiene problemas. Es un indicador de que es insolvente en el concepto legal, que no es el tradicional. El 
tradicional está en el numeral 1) del artículo 4”. Frente a esos indicadores, la presunción absoluta significa 
que si se prueban los hechos constitutivos del hecho del concurso, entonces no se puede tratar de probar que 
la insolvencia no existe. Fíjense en el caso del numeral 5) del artículo 5%, cuando dice que se presume 
absolutamente la insolvencia cuando existe ocultación o ausencia del deudor o de los administradores sin 
dejar representante con facultades y medios suficientes para cumplir con sus obligaciones. Puede ocurrir 
perfectamente que se dé esta situación de ausencia del deudor y que sea plenamente solvente. Sin embargo, el 
legislador está diciendo que es una presunción absoluta de insolvencia. Si realmente se ausentó, no se puede 
probar que es solvente, porque es una presunción absoluta. Y aunque la persona se presente y diga "Me 
ausenté, lo reconozco; debería haber dejado un representante y no lo hice, pero soy solvente, tengo estos 
bienes", no importa, igualmente es insolvente porque es una presunción absoluta. Encima dice que no tiene 
medios para cumplir con sus obligaciones; no dice que estén vencidas. La obligación puede vencer dentro de 
un año y la persona haberse ido de vacaciones durante tres meses. Así tenemos una presunción absoluta. 
Estoy poniendo un ejemplo un poco extremo para demostrar los inconvenientes que pueden tener algunos de 
estos hechos de concurso. Ello no significa que todos sean exagerados ni que no se puedan tomar como un 
criterio totalmente válido. 


Respecto a la responsabilidad de los administradores, comparto lo que decía el señor Diputado en cuanto a 
que hay un problema de tensión entre garantías y eficacia. Es un problema muy serio. El problema es que el 
estatuto completo de los administradores, ex administradores, integrantes de la Comisión Fiscal y síndicos de 
la sociedad es muy severo. Incluye la prohibición de cambio de domicilio sin autorización del Juez. Quiere 
decir que si una persona es administrador de una sociedad, quizás ha presentado renuncia hace un año y no se 
la aceptaron y no tiene forma de desvincularse -"hasta que la muerte los separe", como decía Cabanellas de 
las Cuevas-; en ese caso, si la sociedad se encuentra tramitando un proceso concursal y la persona se quiere 
mudar, en lugar de avisarle al Juez que se mudó y dejar constancia en autos de su nueva dirección para que 
esté a disposición del Juzgado, tiene que pedir permiso al Juez, al igual que para viajar al exterior. Lo 
segundo puede tener mayor fundamentación, pero a lo primero no le vemos mucho sentido. 


Junto a esto está la posibilidad del embargo. Es excesivamente severo que se pueda embargar a un 
administrador y aún a un ex administrador por haber conocido la eventual insolvencia de la sociedad. 
Realmente, no lo podemos compartir. Nos parece que el aumento de la severidad de las medidas contra los 
administradores no sólo va a contribuir a que cada vez sea más común que se elijan testaferros y que los 
verdaderos interesados en manejar la sociedad queden ocultos, sino que, además, no va a dar por resultado 
positivo el hecho de que los acreedores obtengan un beneficio, porque es muy improbable que con este 
estatuto -ya ocurría con el anterior- los administradores sean solventes. Difícilmente se logrará un resultado 
positivo pero sí se va a intimidar y desalentar a las personas que estarían dispuestas a asumir esa 
responsabilidad pero que no quieren ingresar en un régimen estatutario tan severo. 


El artículo 24 habla del embargo preventivo de los bienes y derechos de administradores, liquidadores e 
integrantes del órgano de control interno y señala que en caso de concurso necesario de las personas jurídicas 
-esto es, el concurso pedido por un acreedor- siempre que de un examen preliminar del estado patrimonial del 
deudor resulte que su activo no es suficiente para satisfacer su pasivo, conjuntamente con la sentencia o en 
cualquier momento posterior, el Juez dispondrá -no dice que puede disponer sino que dispondrá- el embargo 
preventivo de los bienes de sus administradores, liquidadores o integrantes del órgano de control interno. 
También podrá trabar embargo -aquí sí dice que podrá, no obliga sino que autoriza- sobre los bienes de ex 
administradores, ex liquidadores o ex integrantes del órgano de control interno, siempre que de un examen 


preliminar de los hechos surja que durante el plazo de dos años anteriores a la declaración de concurso 
conocieron el estado de insolvencia de la persona jurídica deudora. Creo que aquí hay un problema de 
redacción porque el artículo 25 no dice que se refiere a los ex administradores que fueron ex administradores 
en los dos años anteriores. Es un tema de redacción. Como dice "ex administradores", parece que fueran 
todos los ex administradores que durante los dos años anteriores conocieron la insolvencia. Sin embargo, se 
supone que no son todos los ex administradores sino los que lo fueron durante los dos últimos años. Creo que 
sería bueno precisar la redacción para que no puedan surgir dudas interpretativas. Más allá de eso, el hecho 
de realizar estos embargos, en el caso de los administradores en forma preceptiva y considerando que esos 
embargos se conservarán hasta la finalización de los procedimientos concursales, es una situación muy 
incómoda para un administrador que podría haber actuado de buena fé y, pese a haber conocido la 
insolvencia, sin embargo, haber dilatado el momento de la presentación de la solicitud de concurso por 
razones muy atendibles. 


En estos días he leído un artículo de una joven integrante del Instituto, la doctora Jenifer Alfaro, sobre el 
tema de los administradores de las sociedades concursadas en el proyecto. En ese artículo, ella analiza los 
incentivos y los desincentivos para que el administrador promueva el concurso cumpliendo con la obligación 
que la ley establece, y maneja con un sentido muy práctico cuáles son los aspectos que pueden llevar al 
administrador a cumplir su obligación legal según el artículo 10 y a pedir la declaración de concurso, y cuáles 
son los incentivos que tiene para no hacerlo, en particular, por todo este estatuto tan complicado en el que 
ingresaría por un acto propio, si solicita la apertura de concurso. Hay que tener en cuenta esos elementos y 
valorarlos en la forma adecuada. 


Sobre el cambio de nombre de los institutos ya hemos realizado comentarios y no vale la pena insistir. 


El tema de la legitimación para pedir la declaración de concurso -que el señor Diputado señaló muy bien- es 
comentado desfavorablemente en su presentación por la Profesora Nuri Rodríguez Olivera. Comparto con la 
profesora que es un poco excesiva la apertura en la designación de legitimados para solicitar la apertura de 
concurso. Creo que en algunos casos se abre la posibilidad de que se cometan ciertos abusos, si bien es cierto 
que, como también señala la profesora, por otra parte se permite al Juez solicitar una contracautela. Según 
dice la profesora, si se le pide una contracautela, nadie va a pedir la declaración de concurso; entonces, ¿para 
qué brindamos esta posibilidad? Por otra parte, ¿por qué tenemos que poner a un síndico o, peor aún, a uno 
de los integrantes de la Comisión Fiscal, a interesarse en la solicitud de un concordato? La profesora opta por 
el sistema actual que exige la presentación por acreedores de un documento comercial y no está de acuerdo 
con extender esta posibilidad a los codeudores, fiadores o avalistas, como establece el proyecto. Creo que, 
efectivamente, es un poco excesiva la apertura en este sentido y que debería ajustarse esa posibilidad, sin 
perjuicio de que cada uno de los integrantes de los órganos mencionados, como en el caso de los propios 
Directores, deje a salvo su responsabilidad en las sesiones correspondientes o mediante los actos jurídicos 
pertinentes. Un Director, perfectamente, puede convocar al órgano de administración, un síndico puede dejar 
constancia de que ha advertido al Directorio, y el miembro de un Comisión Fiscal puede informar a esta que 
hay una situación que habilita la presentación de la solicitud de concurso. Pero no sé si es necesario que esto 
se traduzca en que se otorgue al propio Director, al integrante de la Comisión Fiscal, al síndico o al codeudor, 
en su caso, la facultad de solicitar la declaración de concurso. 


Por otro lado, se habló de la calificación del concurso, de si debe ir al principio o al final del proceso. Yo 
tengo serias dudas sobre la utilidad del mecanismo de calificación concursal; quizás podría ser revisado, 
inclusive, para eliminarlo. De todos modos, entiendo que ya que se optó por mantenerlo, quizás al principio 
del proceso ilustraría mejor a los acreedores que eventualmente podrían aprobar un convenio sobre la 
conducta del deudor hasta el momento, lo que, por supuesto, también permite imaginar el comportamiento de 
este en el futuro, antes de decidir si se va a aprobar o no una quita, espera o cualquier otro tipo de acuerdo en 
el marco del convenio. De manera que ya que se optó por incluir el mecanismo de calificación, reitero, 
pienso que podría ser útil que estuviera al principio del proceso. Recién me decía el señor Diputado Cánepa 
que, según manifestaron algunos de los asesores del Poder Ejecutivo, corredactores o intervinientes en la 
redacción del proyecto, la idea es no poner obstáculos en la primera fase del proceso hasta que se llegue a la 
liquidación, y solo si se llega a la liquidación, en ese caso, se habilitaría la calificación del deudor. Creo que 
ese puede ser un argumento atendible. Ambas posiciones son defendibles, pero nosotros consideramos, sin 
perjuicio de entender que se podría eliminar esa calificación, que puede tener utilidad que se realice al 
comienzo. 


Con respecto a si basta con que el órgano de administración de una sociedad comercial solicite la apertura del 
concurso o si es necesario que también se pronuncie la Asamblea -creo que esa era crítica formulada por la 
profesora-, consideramos que para la adopción de una decisión tan grave como esa no estaría de más que se 
pidiera la opinión de la Asamblea, o al menos que esta fuera convocada para que se pronuncie. Solo en el 
caso de que la Asamblea no se pronunciara sobre la apertura del concurso, los Directores podrán adoptar esa 
decisión tan difícil. Lo que podríamos decir en contrario es que en la medida en que los integrantes del 
órgano de administración están obligados a solicitar la apertura del concurso, plantearlo a la Asamblea podría 
implicar que esta votara en contra, y entonces los Directores no podrían pedir la declaración de concurso, con 
lo cual estarían incumpliendo con una obligación legal. No olvidemos que esa facultad se le da a los 
representantes de la sociedad en nombre de esta, pero también a los integrantes del órgano de administración 
o de control en forma individual. 


En este aspecto, marco una discrepancia con la profesora; ella ve una contradicción entre dos formulaciones 
normativas que se encuentran en el proyecto porque, por un lado, se dice que la sociedad se presentará a 
través de sus representantes y, por otro, que también se tiene que presentar cualquier administrador. Yo 
entiendo que por un lado se presenta el deudor, que es la sociedad y, por otro, lo hacen a título individual los 
administradores y otros legitimados, como son los codeudores, los fiadores o un integrante de la Comisión 
Fiscal. Allí no se presentan en nombre de la sociedad, sino a título individual, con todo el estatuto que 
corresponde al pedido, porque no es el deudor; lo que no pueden es representar a la sociedad. 


Finalmente, se consultó con respecto a la unificación en un solo proyecto de los procedimientos concursales, 
civiles y comerciales. Es cierto que hay legislación, como la española o la argentina, que unifica los 
procedimientos, y en ese aspecto, categóricamente, me pronunciaría por la unificación. 


Ha habido algunos problemas en la práctica. Muchas veces, cuando una sociedad comercial se presenta 
promoviendo un proceso concursal, los miembros del Directorio también tienen pasivos importantes, 
generalmente porque han salido de garantía de la sociedad para obtener créditos bancarios o créditos de los 
proveedores. Entonces, el problema lo tienen la sociedad y los Directores, pero el Director no es comerciante, 
no es empresario por sí mismo, el empresario es la sociedad, no el Director y, por tanto, solo le queda el 
concurso civil. Por esta razón tiene que presentarse, por un lado, pidiendo el concordato de los comerciantes 
o directamente la quiebra y, por otro, pidiendo el concurso civil. 


También se ha planteado alguna duda -que ahora fue corregida por una nueva norma- con respecto a si se 
podía pedir concordato, o no, en la misma forma que los comerciantes. Al final se optó, legislativamente, 
porque en el concurso civil el concordato solo se puede pedir en el marco del concurso, después de que este 
se inicia, que es un poco la solución que vendríamos a tener ahora, con la exclusión del acuerdo privado de 
reorganización, que sí se puede pedir antes. La profesora Nuri Rodríguez también señala que siendo un 
instituto cuya movilización es previa a la declaración de concurso, por qué aparece en el Título XI y no al 
comienzo del proyecto, considerando que cronológicamente ese acuerdo privado de reorganización 
permitiría, inclusive, evitar que se inicie el procedimiento. O sea que en el orden temporal debería figurar al 
comienzo y no en un lugar tan avanzado en el texto. 


Creo que he contestado todas las preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia y la claridad de las exposiciones del 
doctor Xavier de Mello y queda a la espera del material prometido. 


Asimismo, desea informarle que los integrantes de la bancada del Partido Nacional no han concurrido a la 
Comisión debido al fallecimiento de la señora María Hortencia Herrera de Lacalle y a su concurrencia al 
velatorio y sepelio. Ellos dejaron las excusas correspondientes, manifestando que leerán atentamente la 
versión taquigráfica y quedaron abiertos a un encuentro en el futuro. 


(Se retira de Sala el Director del Instituto de Derecho Comercial de la Universidad de la República, doctor 
Eugenio Xavier de Mello) 


(Ingresa a Sala la Directora del Área de Derecho Comercial 


de la Universidad Católica, doctora Teresita Rodríguez Mascardi) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a la Directora del Área de Derecho Comercial de la Universidad 
Católica, doctora Teresita Rodríguez Mascardi, a quien agradecemos la gentileza de visitarnos a propósito del 
tratamiento del proyecto de ley de Declaración judicial del concurso y reorganización empresarial. 


SEÑORA RODRÍGUEZ MASCARDI.- En primer lugar, aclaro que, al igual que el profesor Xavier de 
Mello, mi opinión es a título personal porque la Cátedra de Derecho Comercial está analizando el 
proyecto, artículo por artículo. Por otro lado, aunque les parezca curioso, los docentes de Derecho 
Comercial somos de ambas Facultades. En mi caso, integro el Instituto de la Universidad de la 
República y Xavier de Mello integra el Instituto de la Universidad Católica. Nuestros cargos de 
Director van cambiando. El año pasado estuve en la Universidad de la República y este año en la 
Universidad Católica. Somos un plantel de docentes de Derecho Comercial que, como todo el mundo, 
trabajamos en más de un lugar. 


En cuanto al proyecto de ley en sí, pienso que responde a una necesidad -de la que ya habrán oído hablar a 
todos los operadores del derecho- de unificar normas engorrosas y antiguas, como la Ley del año 1893, 
aplicable nada menos que a las sociedades anónimas, y el viejo Código de Comercio, que regulaba a los 
piratas, no los que conocemos ahora sino los de Salgari. Necesariamente, esto tenía que ser modificado. Esta 
puesta a punto del derecho concursal responde a inquietudes académicas, de operadores del derecho y 
también desde el punto de vista judicial. 


Si bien vengo a hablar en nombre de la Universidad Católica, no puedo separarme de mi condición de 
magistrado concursal, de haber tenido a cargo todos los expedientes de la crisis financiera, haber sido el Juez 
del Banco de Galicia, de la Compañía General de Renegocios y actualmente tener toda la parte civil de los 
Rohm, los Peyrano y demás. Hemos trabajado con herramientas jurídicas que no eran las adecuadas, con la 
única visión histórica de crear los juzgados concursales como un vaticinio de la crisis -que vino de 
inmediato-, y pese a ello pudimos organizar de forma civilizada, por ejemplo, la situación del Banco de 
Galicia, que pagó el concordato, y soportamos ir a la junta de acreedores en el Palacio Peñarol, donde 
tuvimos que organizar todo lo que no estaba previsto en la ley. Todo se desarrolló de acuerdo con la ley, 
dando una imagen de país organizado a nuestros hermanos argentinos. 


Por otro lado, pienso que las leyes concursales en general no satisfacen a ningún país del mundo. En 
Argentina, por ejemplo, se han pasado cambiando las leyes concursales cada dos años, pero cuando nos 
reunimos en congresos nos dicen que nosotros estamos bien porque todavía seguimos con el viejo Código de 
Comercio. O sea que el sarpullido de cambiar a cada rato tampoco parece satisfactorio. Realmente, no solo a 
los estudiantes sino a cualquier operador resulta a todas luces inconveniente manejarnos con normas 
fragmentarias sobre un proceso falimentario o un proceso de insolvencia. 


Por lo tanto, la primera premisa de la que parto es que este proyecto es positivo en el sentido de unificar las 
normas en materia de derecho concursal. 


Ya no tenemos un concurso para el acreedor civil, otro para la sociedad anónima, otro para el comerciante 
unipersonal o para las empresas de tipo personalista, y todo pasa a llamarse concurso. Pienso que la palabra 
es adecuada, porque en el derecho comparado se habla de procesos concursales o procesos falimentarios. 
Desaparece, entonces, la diferencia entre quiebra y liquidación, desaparece el término "concordato", pero 
bienvenido sea. No veo por qué tenemos que seguir con términos conservadores si pueden ser cambiados por 
otros más modernos, adecuados a la región y al resto del mundo. 


Lo que critico -y trato de ser positiva; ya lo dije en los talleres realizados en el Ministerio de Economía y 
Finanzas- es que no se incluya al deudor civil, al abogado, al contador o al consumidor. Podían haber hecho 
un capítulo, como el que crearon para los pequeños concursos, pero no se hizo. Desconozco el motivo, pero 
me parece que al unificar deberíamos incluir a todo sujeto que esté en situación de insolvencia, y darle un 
tratamiento particular. Desde el punto de vista práctico, el operador del derecho -en mi caso, el Magistrado-, 
¿cómo se puede seguir manejando con normas como las del Código General del Proceso, que son 
insuficientes, que siempre ofrecen vacíos y que se remiten a preferencias que están en el Código Civil, que 
son derogadas por estas leyes? 


Por lo tanto, salvo mejor opinión -y es una opinión personal- me parece que no podemos seguir trabajando en 
forma diferente con el deudor comerciante o la persona que realiza una actividad empresarial. De por sí, 


resulta difícil ponerse de acuerdo, desde el punto de vista jurídico, sobre quién realiza actividad empresarial, 
si el abogado con un solo empleado o trabajando solo, y todas esas características que podemos ver en 
Derecho Tributario. Para mí, no tiene ninguna diferencia para las personas que pueden estar sujetas a este 
proceso. Se pueden hacer diferencias en algún artículo, pero no aislarlos por un Código General del Proceso 
que, en esta parte, necesariamente tiene que ser modificado y completado. 


Desde el punto de vista del presupuesto objetivo -creo que este es el sentir común de toda la Cátedra-, el tema 
de la insolvencia es un concepto netamente económico. En la legislación brasilera, que tiene el concepto de 
insolvencia, la propia doctrina y jurisprudencia discutió qué era la insolvencia. 


Por otra parte, si vamos a dejar de lado algo más concreto, como el Código de Comercio, que hablaba del 
incumplimiento de obligaciones comerciales, aquí se dice que toda persona que está en estado de insolvencia 
puede ser sujeto a un proceso de este tipo. Pero después, cuando se aclara, se dice que se trata de toda 
persona que incumple con sus obligaciones. Una persona puede incumplir con sus obligaciones y estar en un 
estado de iliquidez, pero no de insolvencia. Entonces, me parece que esa definición se contradice. 


A continuación se habla de los legitimados para pedir el concurso. Hasta ahora eran los acreedores. Me 
parece correcto que también lo pueda pedir el deudor, lo que no es una novedad; ya la ley lo permitía. Sin 
embargo, todo ese elenco de grupos empresariales, la bolsa y demás me ofrecen -desde mi punto de vista 
personal- mayores dudas acerca de quiénes pueden solicitar un concurso. 


Sin embargo, ese artículo a su vez establece garantías de cautela que quizás hagan que esos grupos no 
incentiven como para pedir el concordato. No se olviden que hoy o mañana, cuando tengan esta ley, la 
palabra concurso va a ser vista como mala prensa, como lo ha sido hasta ahora. Por algo es que la empresa 
actualmente se presenta en forma tardía, porque sabe que dicen "Está en concordato" y todo el mundo cree 
que realmente ya está liquidada. Ese es un motivo general por el cual el 90% de los concordatos no se 
cumplen; lo he visto personalmente y lo afirma la Liga de Defensa Comercial y sus estadísticas. ¿Por qué 
sucede eso? Porque los concordatos son quiebras disfrazadas. A mí lo que me parece bien de este proyecto es 
que no se le da al deudor la opción de autocalificarse. Es como un enfermo que va al médico y se diagnostica. 
Puede decir: "Yo quiero entrar en un concordato; yo quiero entrar en una quiebra"; normalmente nadie quiere 
entrar en una quiebra sino que todos quieren aparentar estar todavía en un CTI o un intermedio. Pero ahora 
no sucede eso, y yo lo apoyo. En este proyecto de ley el impulso del acreedor o el impulso del deudor lleva a 
la apertura del concurso y esta apertura va a ser diagnosticada por técnicos, porque obviamente el Juez solo, 
que es conocedor del Derecho -o debería serlo-, de las demás materias, como la económica, que es a lo que 
está respondiendo esta ley, no conoce. Entonces, considero bueno que el deudor se presente en el período en 
que el proyecto lo dice y también me parece muy positivo que expresamente se establezca que a partir de que 
tiene conocimiento de sus estados contables -y de los estados contables que darán resultado negativo- 
empiece a correr el plazo para presentarse. Eso me parece bueno, está en casi todas las legislaciones del 
mundo moderno y aparece con especial énfasis en la ley española, antecedente de Rojo, que a su vez es 
antecedente de este proyecto. Creo que hay que responsabilizar a aquellos empresarios que no se presentan 
en tiempo en proceso concursal; eso también me parece positivo 


Ha desaparecido la palabra concordato, pero eso no quiere decir que el deudor no pueda hacer arreglo con sus 
acreedores, e incluso lo puede hacer en forma privada, lo que también apoyo. No creo que siempre sea 
conveniente concurrir a la Justicia. 


Me gustaría referirme a algunos aspectos prácticos que hacen al órgano de la Justicia. 


Me parece bien mantener la Justicia especializada porque frente al sacudón de la crisis financiera dos 
Juzgados pudimos salir a flote no teniendo a cargo los accidentes de tránsito, las acciones reparatorias y todo 
lo que le corresponde a un Juzgado Civil, que obviamente no se podía hacer cargo de eso. Ahora se agregan 
secretarios contadores, lo que también me parece bien; es bueno que tengan los secretarios actuales más un 
secretario contador. No sé si el proyecto prevé -por lo menos no lo dice- el mantenimiento -supongo que al no 
derogarlo debe mantenerse- del asesoramiento que tienen actualmente los Juzgados de Concurso a través de 
un Departamento Concursal integrado por contadores. Ese Departamento ha prestado muy buenos servicios, 
es muy útil, forma parte del Poder Judicial, más concretamente del Instituto Técnico Forense, y en 42 o 78 
horas nos informa, desde el punto de vista contable, si la empresa está pidiendo con documentos contables 
que no han sido maquillados, lo que un abogado no puede detectar. Entonces, me gustaría que se mantenga al 


secretario pero también a esos asesores concursales que en este momento están al servicio de todos los 
Juzgados del Uruguay. 


Yo tengo reparos que reconozco que quizás sean aislados, porque mis colegas que actúan como abogados no 
piensan lo mismo -por lo menos quienes integran la Cátedra-, con respecto a concentrar todo en Montevideo. 
En la ley anterior me opuse y vuelvo a oponerme a la centralización en Montevideo. Aquí todas las quiebras 
importantes están centralizadas en el departamento de Montevideo. Personalmente, como operador, yo sufro 
ese tema. Tengo un caso conocido que se está tramitando en el departamento de Colonia, que es muy 
complejo y yo ni siquiera puedo ir a hacer una inspección ocular porque no está dentro de mi jurisdicción; 
entonces todo debe ser a través de los ojos del síndico. Por otro lado, no solo está la incomodidad del Juez de 
no poder ver por sí mismo lo que le está pasando a una empresa y no poder hacer una inspección para ver 
cómo está el parking industrial, sino que se tiene el problema de que cuando los trabajadores que están 
desocupados quieren venir a decirnos algo, tienen que asumir el costo de pagar para venir a Montevideo a 
ubicar al Juez que le está resolviendo el problema de la crisis de esa empresa con asiento en Salto, Paysandú, 
Rocha, etcétera. En mi modesta opinión, se debe tener descentralización, tratar de especializar y dejar el tema 
en manos de los Juzgados Letrados Civiles. Tampoco deben de ser tantas las quiebras en el interior; en ese 
sentido habría que consultar a la Liga, pero no creo que haya que atraerlas hacia Montevideo porque se 
pierde la inmediatez e inclusive trabajo para los Colegios de Abogados del lugar. 


Esas son mis apreciaciones en cuanto a la organización de la centralización, aunque soy consciente de que 
cada vez que digo esto mis compañeros me dicen que las únicas que se centralizan son las grandes quiebras, 
pero esas son las que afectan más personas y dejan más gente sin trabajo; realmente merecen un tratamiento 
más personalizado, que logramos a través del principio de la inmediatez, recibiéndolos cada vez que quieren 
y haciendo juntas de acreedores cada vez que lo solicitan. 


Hay algo que es bueno y que me parece adecuado, porque generalmente en la empresa el pasivo más 
importante es el pasivo laboral, más allá del pasivo financiero, que tiene sus propias garantías y que actúa por 
afuera con sus hipotecas y sus prendas. Hasta ahora existe la figura del acreedor extraconcursal, pero me 
parece bien que lo conviertan en un acreedor privilegiado que se tenga que comprometer con la suerte de la 
empresa y que no pueda, indiferentemente, dejar sin efecto todo arreglo ejecutando la hipoteca que pesa 
sobre el establecimiento comercial. Porque es lo que nos pasa ahora: se hacen arreglos, parece que todo 
tiende a que la empresa siga trabajando, y el acreedor hipotecario, muchas veces un Banco, indiferente al 
tema, ejecuta. Por suerte eso con la nueva ley no lo va a hacer porque está dentro del grupo de acreedores 
privilegiados y va a tener que pronunciarse y comprometerse con la solución que da el concurso. Eso me 
parece muy bueno. 


Hay un aspecto que no comparto demasiado -pero se trata de detalles prácticos que hacen a mi actuación- y 
es que todo se ponga a costa de la Justicia. Los edictos que hay que publicar, los tiene que publicar la 
Justicia; las notificaciones que hay que realizar, las tiene que hacer siempre la Justicia. Hasta ahora eso lo 
poníamos de carga del interesado, con un plazo y bajo apercibimiento de que si no lo hacía se le daba por 
desistido. Me parece que dada la burocracia pesada de las oficinas judiciales -que quienes son abogados 
sufren al igual que yo-, las cosas no se pueden hacer rápido. Entonces, no podemos poner todavía más cargas. 
¿Por qué no ponemos al deudor, al síndico o al interventor la carga de publicar bajo su responsabilidad y que 
lo acredite? Me parece que en los temas particulares el principal interesado en que las cosas salgan bien es el 
nombrado por el Juez como interventor o síndico, quienes deberían hacer esa tarea bajo pena de 
responsabilidad. Esas son reflexiones en cuanto a los detalles de la organización. 


Con respecto a las fórmulas previstas, me parece muy adecuado que los acreedores laborales puedan optar 
entre un pronto pago, formar una cooperativa de trabajo y, en definitiva, cobrar verificando en el propio 
Juzgado de Concurso o en el Juzgado de Trabajo. 


Hay otro tema que está resuelto, y a mi modo de ver bien, que es el de las medidas cautelares. Hasta el 
momento se produce un caos y cuando la empresa entra en liquidación -a diferencia de lo que sucede en el 
régimen proyectado- deja de actuar; a lo sumo sigue explotando el giro a los solos efectos de terminar con los 
negocios pendientes, el síndico ocupa la fábrica, se hace depositario de los bienes, y de golpe le viene una 
medida cautelar trabada por determinados trabajadores, que tienen su legítimo derecho, pero que produce un 
caos, porque va a haber dos depositarios, uno nombrado por un Juez de Trabajo y otro nombrado por un Juez 
de Concurso. Ese tema está bien resuelto en el proyecto, ya que establece que las medidas cautelares deben 


ser tomadas por el Juez del Concurso, porque es el que tiene la visión completa de la empresa y el que puede 
ver cuál es el pasivo financiero, cuál es el pasivo laboral, etcétera. 


No estoy de acuerdo con topear los créditos laborales como lo hace este proyecto. Mis colegas me dicen que 
muchas veces esos créditos son abultados porque la empresa está en una etapa de liquidación y no se 
defiende y llegan a una sentencia que no se corresponde con la realidad. Yo discrepo. Pienso que no hay que 
topear los créditos laborales aunque sí hay que verificarlos, y para eso tenemos contadores abogados, pero no 
podemos partir de la base de que estén topeados por la propia ley. Esto con respecto a los acreedores 
laborales. 


En cuanto a los acreedores, comparto la posibilidad de hacer categorías. Esto es lo que existe en el mundo en 
este momento: aquel principio de rango constitucional de que había que tratar igual a todos los acreedores, de 
que todos éramos iguales ante la ley, no es una verdad; los trabajadores deben ser tratados de una forma 
distinta a otros y tiene que haber un rango de prelación, tal como establece la ley. 


Además -esto es importante- la ley establece la posibilidad de que se haga uno o múltiples acuerdos con 
categorías de acreedores. Esto es positivo, porque no nos podíamos circunscribir a un solo acuerdo que le 
sirviera a todos. De repente conviene pagar de determinada forma a los pequeños acreedores, y a los grandes 
acreedores, desinteresarlos de otra manera. 


También me resulta positivo que se haya creado la calidad de acreedor subordinado, porque muchas veces en 
las sociedades anónimas, en vez de cumplir el Director con su obligación de hacer otro aporte en situaciones 
de infracapitalización, lo que hace es darle un préstamo a la sociedad. ¿Y en qué se convierte? En acreedor 
social: por vía oblicua incumple con su propia obligación y se convierte en un acreedor más. Y ese acreedor 
más puede desequilibrar los votos. No se olviden de que en el proceso concursal, el Juez está dentro de un 
proceso dispositivo en el cual rige el principio democrático: que la mayoría de acreedores va a resolver la 
suerte de la empresa; eso aparece consagrado en esta norma y me parece perfecto. Pero también está 
consagrado en la ley lo que no pueden hacer estos acreedores -que son los propios accionistas o personas que 
tienen un conocimiento de la empresa que no puede tener el proveedor que está fuera- y es votar y 
desequilibrar el resultado del acuerdo. Por lo tanto, apoyo las categorías creadas, con la salvedad de no topear 
a los acreedores laborales. 


Por otro lado, no me parece bien que se cree la figura del acreedor instante. Eso supone estimular a un 
acreedor para que denuncie la situación de insolvencia en que se encuentra la empresa y se abra el 
mecanismo del proceso concursal. A ese acreedor se le privilegia con relación a los demás. Esto me parece 
bien, salvo en el caso del acreedor subordinado. Si este es un accionista, un integrante de la empresa, no creo 
que sea correcto que se le premie y se le convierta en un acreedor privilegiado; debe seguir siendo un 
acreedor subordinado. Por lo menos, si no se le quiere sacar la calidad de acreedor instante, se debe rebajar 
sus posibilidades, no se le puede dar las mismas que a los demás. 


(Interrupciones.- Diálogos) 


Yo hablo en base a mi experiencia. No se imaginan el susto que me produjo el 1* de febrero, cuando 
volvía de mis vacaciones, el hecho de encontrarme con representantes del Banco Central y del Banco de 
Galicia que me traían en bandeja al primer banco que entraba en crisis en el Uruguay y no sabíamos qué 
podíamos aplicar: el régimen de moratoria, el de concordato. Entonces, entre todos, en conjunto, elaboramos 
una salida que por suerte fue mucho mejor que la que tuvieron los bancos nacionales en crisis, porque acá se 


pagó. 


Digo esto, además, porque en el proyecto de ley a estudio se establece -y yo lo comparto- que las situaciones 
de insolvencia de las instituciones de intermediación financiera quedan fuera del régimen general, entre otras 
cosas, porque tienen una norma reciente: la Ley de fortalecimiento del sistema financiero. Eso me parece 
correctísimo. 


Además, siempre tuvimos problemas, inclusive con el Banco de Galicia, en lo que tiene que ver con el 
secreto bancario: cómo hacíamos para no levantar el secreto bancario y permitir que los argentinos -la 
mayoría eran no residentes- votaran en una junta. Entonces, hubo que organizar todo un sistema; iban al 
banco, le daban un tique que equivalía al monto, pero nunca se identificaba al titular de la cuenta bancaria. 


De manera que es mejor que todo lo que sea intermediación financiera quede fuera de este régimen general 
de proceso concursal. 


En cuanto a la situación de empresas vinculadas y vinculantes, creo que podría mejorarse la redacción, que 
aparece un poco al pasar como diciendo: "Si la empresa tiene a su vez otra empresa controlada, que la 
denuncie". El gran problema que tenemos es la existencia de grupos económicos. Ya no les quiero decir los 
que tenemos en el Juzgado, los grupos familiares; por muy lícita que sea la existencia de un grupo 
económico, no podemos permitir -como estamos viendo ahora- que el propio grupo elija qué empresa va a 
mandar al concurso. De hecho lo hacen: sacan tres empresas que no les gusta, que las consideran deficitarias, 
cumplen con la santidad de mandarlas a una quiebra, y mantienen fuera lo que ellos consideran conveniente. 
Me parece que hay que solucionar eso y obligarle al grupo a que entre en su conjunto, para que el activo 
favorezca a los demás. Creo que hay que regular específicamente sobre el conjunto económico como grupo y 
como sujeto concursable, y esa es una falencia que la ley no contempla. 


Insisto que en general estamos de acuerdo, porque es lo que estamos esperando desde hace años: una ley que 
unifique el proceso. También me parece bien que se parta de la premisa contraria al régimen actual, que es la 
siguiente: si la empresa entra en liquidación, deja de comerciar; en cambio, si hace un concordato, sigue 
como tal con las interdicciones. Ahora el principio es el contrario; la empresa continúa con interventor o 
síndico, según quién la haya solicitado. Eso también me parece perfecto, con las limitaciones que establece la 
propia ley a los efectos de que, en caso que se demuestre lo contrario, se sustituyan sus autoridades naturales. 
Es muy difícil encontrar un interventor, un liquidador o un síndico que tenga las facultades necesarias para 
administrar un patrimonio ajeno que siga en actividad, y que no encuentre cierta resistencia en el personal 
porque, en definitiva, no es el patrón, sino una persona ajena que por encargo del Juez está ingresando en una 
empresa. Por lo tanto, creo que el principio es bueno. 


También me parece correcto que se establezca expresamente desde el punto de vista procesal que no todas las 
decisiones en materia concursal tengan efecto suspensivo. En la Ley_N” 17.292 -en cuya redacción actué, por 
lo tanto, "mea culpa"-, para evitar el chiquitaje y la continua demora en los expedientes, se decidió a rajatabla 
que todo lo que resolvía el Juez de concurso no tenía efecto suspensivo. Desde ahí se corren serios riesgos - 
que no han sido muchos, pero algunos fueron dramáticos- de que en segunda instancia no se piense lo mismo 
y si no se para lo resuelto, hay que cumplir. Si se decreta una liquidación cuando no corresponde, como no 
tiene efecto suspensivo, cuando venga la sentencia del Tribunal de Apelaciones ya la empresa perdió todo, 
principalmente el crédito en el mercado, que es el mejor valor que tiene. 


Entonces, me parece muy bien que se haya discriminado qué decisiones tienen efecto suspensivo y cuáles no. 
Por ejemplo, tiene efecto suspensivo todo lo que tenga que ver con libramiento de órdenes de pago. Eso me 
parece correcto para evitar complicaciones. 


En cuanto a la lista de síndicos, me parece oportuno que se amplíe el espectro a otras profesiones, además de 
contadores y abogados. Esto no se dice en forma expresa, pero se deja entrever, y así debería ser. En realidad, 
se debería trabajar como equipo interdisciplinario, según estemos en una lechería, en un campo, en una 
sastrería, porque se requiere alguien experto y experiente en la materia, además de un contador y un abogado 
a los efectos de seguir las acciones judiciales. En Argentina los contadores desplazaron por completo a los 
abogados; es un problema de poder: el Colegio de Contadores debe de ser más fuerte que el Colegio de 
Abogados. 


(Diálogos) 


Entonces, me parece perfecto que la sindicatura tenga un arancel propio, que actualmente no existe. Hay 
un arancel para los contadores y otro para los abogados, pero no se prevé especialmente la situación de la 
sindicatura. No se olviden de que la sindicatura genera gastos contra la masa que son prededucibles y que 
producen ese conflicto entre acreedores laborales y gastos de la masa. ¿Por qué? Porque si no le pagamos a 
los síndicos nunca habría nadie que se hiciera cargo, pero también tienen que tener un arancel prudente que 
no asfixie a los trabajadores ni a los demás acreedores. En la mayoría de los casos nunca se llega a pagar a 
los acreedores comunes; se pagan migajas y nunca se llega a los últimos de la lista. 


En cuanto a las fórmulas propuestas en este proyecto, me parece bien que se prevea la formación de una 
cooperativa y la venta de la empresa en bloque. El tema es la terminología que quizás no sea la más adecuada 
en nuestro Derecho, porque no tenemos antecedentes de lo que es la venta de la empresa en bloque. Primero 


tenemos la discusión jurídica sobre qué es la empresa. Cuando se transfiere una empresa siempre nos 
preguntamos qué elementos se transfieren junto con ella, si las marcas, si el local, si hay que hacer por 
separado una cosa de la otra; bueno, eso se podría aclarar en el texto de la ley. Hasta ahora siempre se habló 
de cesión de establecimiento comercial y ahora se emplea un concepto mucho más amplio: empresa en 
bloque, que es vendida. De todas maneras, me parece que la idea es buena, que hay que dejarla; simplemente, 
hay que mejorarla. 


En cuanto a la fórmula de pago, también se sigue manteniendo la actual. Se prorratean los activos entre todos 
los acreedores en moneda de quiebra, es decir, en porcentajes, y no en moneda entera porque es muy difícil 
que una quiebra termine con un superávit; hasta ahora yo no vi ninguna. 


Por otro lado, hablando del órgano sindicatura, también me parece sumamente importante que exista un 
registro, que llevaría la Suprema Corte de Justicia, como establecen los últimos artículos del proyecto de ley, 
en el cual se anota la actuación de los síndicos. No solo van a rotar, como lo están haciendo ahora, con 
periodicidad, sino que además se establece cuál fue su rendimiento y en qué expedientes actuaron. Creo que 
un mayor rigor en el control de los órganos de la sindicatura ofrecería una mayor transparencia para todos. 


No se olviden de que este tipo de procesos, aun cuando los mejoremos, siempre son expedientes en los cuales 
a las personas físicas afectadas les es difícil tener acceso. ¿Por qué? Porque no es lo mismo que en un 
divorcio, en el que una persona demanda a otra, una pensión alimenticia o un accidente de tránsito; acá 
tenemos, por un lado, un sujeto concursado y, por otro, una multitud de partes involucradas -si es que se 
puede hablar de partes-, que son infinitas y a veces anónimas, que no sabemos ni quiénes son porque son 
titulares de obligaciones negociables al portador. Eso es lo que me está pasando actualmente en una 
liquidación, en la que no tienen fiduciario y por la que deberemos llamar a una Junta de Obligacionistas. 
Todo eso complica más el panorama y tenemos que darle la mayor transparencia posible a los efectos de que 
todos actúen y entren en tiempo en el proceso y que, a su vez, tengan conocimiento verídico del mismo. 
Porque al Diario Oficial solo tienen acceso los profesionales, no el deudor y menos el acreedor de una 
empresa. Me parece que el pasivo laboral debe ser trabajado más de lo que está trabajado en esta norma, y 
hay que tomar en cuenta eso de dejar de lado todo límite, salvo que se pusieran excepciones en el sentido de 
que el síndico estableciera observaciones en cuanto a su existencia o a su monto. 


Con respecto al activo, antes teníamos acciones revocatorias concursales, o sea, acciones para integrar a la 
masa lo que el fallido en un período de sospecha lo habría sacado para afuera. Ahora hay acciones de 
integración que están a cargo de la sindicatura, que son prácticamente lo mismo en cuanto a su contenido, lo 
que también me parece positivo. 


Tengo mis objeciones respecto del artículo 24 del proyecto de ley, que es el que establece severas sanciones. 
Creo que en general todos los comercialistas pensamos que es un poco exagerado, porque hay que aplicar una 
sanción a accionistas y Directores sobre una base liminar de que el activo es mayor que el pasivo, cuando 
todavía no se hicieron las acciones de integración o de reintegro y eso parece un poco fuerte desde el punto 
de vista del incentivo para que alguien ocupe esos cargos, porque el riesgo que estaría asumiendo es 
verdaderamente fuerte. Yo creo que con una acción de responsabilidad civil o penal contra los Directores, 
cuando se compruebe que tenían conocimiento de la insolvencia, sería suficiente, y tomar una medida 
cautelar previa de embargo de sus bienes. 


En general, no tengo más objeciones que en este momento recuerde. Creo que en general el proyecto es 
bueno, perfectible, sobre todo tratando de unificar la solución a todo deudor. 


Si no tienen preguntas, de momento mi aporte es solamente este. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Realmente ha sido muy clara en su exposición y volvemos a agradecerle su 
presencia en la Comisión. 


SEÑOR CÁNEPA.- Hemos escuchado una muy clara y minuciosa intervención que nos ilustró 
muchísimo con respecto al proyecto de ley. 


En particular, quiero destacar el hecho de que por su condición de Magistrada, su experiencia -como bien lo 
dijo en un pasaje de su intervención- para nosotros es sustancial como insumo de trabajo. Hemos discutido 


los aspectos jurídicos doctrinarios, donde inclusive en el proyecto se opta por algunas soluciones que pueden 
ser discutibles, pero eso es legislar, es decir, optar por situaciones en las que hay más de una opinión y se 
plasma en la ley una de ellas que pasa a tener rango legal y por lo tanto aplicación efectiva. 


SEÑORA RODRÍGUEZ MASCARDI.- A muchos nos caben dudas con relación al régimen vigente. No 
podemos seguir con tantas leyes fragmentariamente un proceso. 


SEÑOR CÁNEPA.- El espíritu de esta iniciativa es compartido en el sentido de que tiene una cantidad 
de elementos que la doctora destacó enormemente desde su perspectiva, no solo como experta en 
Derecho Comercial sino como Magistrada. Además, ha tenido la específica experiencia de lo que 
sucedió en el país a partir de 2002; no tengo estadísticas, pero en los últimos cien años en el país nunca 
hubo tantos concordatos y quiebras como en los años 2002 y 2003, fundamentalmente en el 2002. 


SEÑORA RODRÍGUEZ MASCARDI.- Felizmente, en este momento no los hay. 


SEÑOR CÁNEPA.- El año 2002 fue clave en esta situación y llevó no solo a demostrar y a desnudar las 
falencias de legislación que teníamos, que eran muy anacrónicas -inclusive con enormes problemas 
como en los ejemplos que señalábamos-, sino también a realizar el esfuerzo de articular todo en un 
mismo proyecto de ley y generar una sistematización del sistema, lo cual es un avance para su propia 
aplicación. 


Tengo una interrogante puntual con respecto a algo que he preguntado a todos, y la doctora no se va a escapar 
de que le pregunte lo mismo para saber su opinión personal. 


Antes que nada debo decir que acompañamos muchas de las propuestas que hizo; nosotros también veremos 
las posibilidad de incluirlas en el proyecto de ley, lo que también hemos discutido con los profesores Olivera, 
Kreimer y Rippe, quienes trabajaron con el Poder Ejecutivo. Concretamente, quisiera saber por qué no se 
incluyó el concurso civil y se dejó el Código General del Proceso a la persona no comerciante, cuando de esa 
manera se "liquidaba" -entre comillas- el asunto, se dejaba todo en una misma ley, se aprovechaba y se 
dejaban unificados todos los institutos. Más allá de los argumentos brindados, creo que el ánimo de esta 
Comisión será estudiar esto en profundidad porque esa necesidad ha sido planteada en forma reiterada en este 
ámbito por parte de distintos actores. En ese sentido hay una especie, no digo de consenso -porque por algo 
no vino en el proyecto de ley-, pero sí de mayoría importante, por lo que vamos a atender ese punto. 


Más allá de que comparto -lo hemos discutido aquí- que una cosa es el tema jurídico y otra cómo opera esto 
en el mercado, hoy en día cuando una empresa se presenta a concordato está vista como que va derecho a 
fundirse o que ya está llegando tarde. Todos somos conscientes de que las empresas tardan muchísimo en 
llegar; no necesitamos estadísticas, todos quienes estamos en la práctica del mercado sabemos que cuando 
una empresa se presenta es porque está obligada o porque está en una situación insostenible, y muchas veces 
es para ganar tiempo en una situación que ya no tiene viabilidad. 


SEÑORA RODRÍGUEZ MASCARDI.- El que se presenta nunca es el modesto comerciante, siempre 
es una empresa de envergadura. El modesto comerciante cierra y se acabó. 


SEÑOR CÁNEPA.- Exactamente. 


El tema de si a partir de la ley se dará el cambio cultural necesario para que esto se llame concurso y para que 
tengamos una alerta temprana, y si esto va a generar efectos negativos o positivos, no lo podemos saber como 
legisladores. Vamos a apostar a que haya un cambio cultural no solo en los operadores jurídicos sino también 
en los económicos con respecto a este tema, porque la voluntad no es que esto se transforme en algo 
traumático sino que sea una legislación que ayude a no llegar a situaciones terminales en las empresas. Aquí 
hay una intención de preservar las unidades económicas por su valor no solo económico sino social. La 
doctora fue muy clara en expresar que las quiebras más grandes o los concordatos, cuando son por períodos 
mayores, se producen cuando hay muchos trabajadores o mucha gente vinculada. Inclusive, como bien dijo la 
doctora -comparto esa crítica al actual proyecto-, muchas veces en el interior se dan situaciones que van más 
allá del valor económico y puntual de una unidad económica de producción, como es una empresa que en su 


acepción económica tiene un valor social que a veces es difícil de captar si no se está en el lugar y no hay una 
inmediatez. 


SEÑORA RODRÍGUEZ MASCARDL.- Es el trabajador el que se puede acercar al Juez. Si estuvieran 
en el mismo departamento, tendrían acceso sin problema. 


SEÑOR CÁNEPA.- Mi pregunta va dirigida a aspectos más jurídicos. 


Muchos de los que propusieron este proyecto de ley y que trabajaron con el Poder Ejecutivo nos lo han 
explicado hasta el hartazgo. Sé que aburro a los integrantes de la Comisión porque se lo he dicho a todos los 
profesores que nos han visitado y también se lo voy a decir a la doctora, en su calidad de profesora y de 
Magistrada: personalmente tengo bastante reticencia a votar presunciones absolutas en cualquier rama del 
derecho. En el derecho penal es indiscutible; yo por lo menos no voto ninguna presunción absoluta. Por más 
que han existido, es un avance en la legislación desde hace mucho tiempo; ni siquiera está planteado aquí que 
existan presunciones absolutas para aplicar una pena determinada en derecho penal. En los principios que 
informan este proyecto de ley se habla de la concepción de la alerta temprana y se dice que si no hay 
presunciones absolutas para algunas conductas no vamos a tener la posibilidad -y esto técnicamente es 
incorrecto, y pido disculpas- de "castigar a aquellos que sabemos que no están actuando correctamente y no 
vamos a tener tiempo de agarrar o de encontrar una empresa para poder dar las soluciones que tenemos que 
dar". Ese es el argumento que se da, entre comillas. 


A pesar de ser reticente -lo que no significa negativa-, me han ido convenciendo de la necesidad de tener 
cierto grado de presunciones absolutas, que, como bien sabe la doctora, no admiten prueba en contrario y, si 
se da la hipótesis que está plasmada en lo que votemos aquí y se transforme en ley, la doctora, como 
Magistrada, lo único que va a hacer es pensar en la declaración de concurso, no pudiendo haber ninguna 
prueba en contrario para ver si hay insolvencia o no, sino que es una hipótesis absoluta. 


Mis preguntas son dos. Quisiera saber si cree necesaria la existencia de presunciones absolutas para que 
exista una alerta temprana, es decir, si solamente podría bastar con las relativas, aunque fuesen más amplias. 
Y, más allá de que no se entró al estudio en particular, consideramos, por ejemplo, que algunas que están en 
las absolutas pudieran ser relativas y no necesariamente absolutas, y algunas relativas inclusive no deberían 
ser presunciones; pero esa es una discusión que veremos cuando entremos a analizar el articulado. Mi planteo 
central apunta a saber si, con su experiencia como Magistrada, entiende que la existencia de presunciones 
absolutas -aunque sea más acotada de la que viene en el proyecto- son una ayuda real para llegar al fin de 
este proyecto, que consiste, con los mecanismos legales, en dar una rápida ayuda a aquellas empresas que 
tienen viabilidad para que puedan seguir siéndolo y manteniéndose en su unidad como funcionamiento, y a 
aquellas empresas que ya no son tan viables darles una rápida salida del sistema para no generar más engorro 
a todo este procedimiento, que es largo, además de los problemas que tenemos en nuestra actual legislación. 


SEÑORA RODRÍGUEZ MASCARDI.- Comparto lo que dice el doctor Cánepa. Como Magistrada me 
rechina todo lo que sea presunción absoluta. Se debe hacer uso del derecho de defensa, del derecho a 
ser escuchado. La tendencia del Magistrado es a escuchar; puede presumir, pero también debe admitir 
prueba en contrario. Esa es mi idea. Se puede acusar a alguien -a veces lo estoy sufriendo en carne 
propia- de cosas que son falsas, pero hay que darle la oportunidad de que se defienda. Muchas veces, 
después de que le dan publicidad, no se habla de cómo terminan las cosas. Eso también es feo. 


En cuanto a este proyecto de ley, lo que he visto es que desde la época en que estábamos en los talleres del 
Ministerio de Economía y Finanzas se han atenuado mucho las causales de presunción absoluta. En mi 
opinión -que puede no ser compartida-, no creo que poniéndolas todas como presunciones relativas no se 
pudiera llegar al mismo fin: al fin de alerta. Hay que partir de la base de que son así, pero admitir en un 
período corto, que no sean más de cinco días, o algo así, que se demuestre lo contrario; notificar, y que el 
deudor se opone. Si no dice nada, esa presunción queda firme. Me parece que la posibilidad de defenderse 
hay que dársela a todo el mundo. 


Los señores Diputados habrán advertido que en este proyecto hay normas penales que establecen delitos, 
quizás con más fuerza de los que existen hoy, y sería bueno que se aplicaran. En eso estoy de acuerdo. No 
creo que todo lo relacionado con ilícitos económicos tenga la repercusión que necesita; en todo caso, si 


vamos a hacer estadísticas en lo que tiene que ver con todo el tema de la quiebra fraudulenta, de la quiebra 
culpable, no sé hasta dónde en los Juzgados Penales hay muchos casos de gente penada por este tipo de 
delito. Me parece que no. Entonces, creo que en esto sí hay que ser severos. Si realmente hay una insolvencia 
provocada, más allá de una crisis sistemática, hay que condenar, pero dando la oportunidad de escuchar a 
quien estamos condenando. 


¿Podría hacer una petición? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto. 


SEÑORA RODRÍGUEZ MASCARDI.- A nosotros, los Juzgados de concurso, la Ley de 
Fortalecimiento del Sistema Bancario nos atribuyó como competencia de índole nacional todos los 
juicios contra los bancos en liquidación, o sea, Banco de Montevideo, Banco La Caja Obrera y 
Comercial. Todos quedaron concentrados en dos sedes, pero los juicios del interior también. Si el 
gerente de Salto tuvo un problema con esa sucursal, viene a Montevideo. Yo sigo sosteniendo que 
agregar a un Juzgado que ya tiene el proceso concursal toda esta competencia en forma exclusiva es 
demasiado. Entiendo que el tema debería reverse y al Juzgado concursal dejarle lo que corresponde al 
área comercial y que estas acciones de los acreedores y ahorristas del TCB, de las Islas Caimán o de 
cualquier crédito que invoquen contra los bancos en liquidación, hoy o en el futuro -porque la ley 
también habla del futuro- se distribuyan, quizás con los Juzgados concursales, pero también con los 
Juzgados civiles. Creo que no hay que concentrar todo en dos Juzgados porque eso entorpece la 
marcha y hace que la sentencia se vea demorada en el tiempo, lo que no ocurriría si hubiera más 
Jueces abocados a la materia. En definitiva, el tema es una acción civil de responsabilidad. 


Dejo esto planteado para que lo piensen. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la doctora Rodríguez Mascardi. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


